
Lima, Perú

DIÁLOGOS SOCIALES:
SOCIEDAD CIVIL

SOSTENIBLE EN EL PERÚ

Informe sobre riesgos y necesidades
Plan de Acción



DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
Informe sobre riesgos y necesidades - Plan de Acción

Primera edición. 
Lima, agosto 2017. 
© Vía Libre 
Jr. Paraguay 490, Cercado de Lima, Lima 1, Perú 
vialibre@vialibre.org.pe | www.vialibre.org.pe 
Teléfono: (+511) 203-9900

Director Ejecutivo de Vía Libre
Robinson Cabello

Coordinación del Centro Regional de Asistencia Técnica para
Latinoamérica y el Caribe (CRAT) de Vía Libre
Supervisión y Edición
Rosa Inés Béjar Cáceres 

Vicepresidente de la Coordinadora Nacional Multisectorial de Salud (CONAMUSA).
Mecanismo Coordinador de País - Perú
Rafael Rosas Castillo

Secretaria Ejecutiva de la CONAMUSA
Rocío Valverde Aliaga

Supervisión Técnica CRAT
Joan Tallada Martínez

Consultor CRAT
Giovanny Romero Infante

Corrección de Estilo
Carmen Luisa Franco Hip

Diagramación y Diseño
Héctor Ormaeche Vera

Documento elaborado en el marco de la implementación de la asistencia técnica de la Iniciativa Estratégica de 
Comunidades, Género y Derecho del Fondo Mundial de Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria, para la 
puesta en marcha de los procesos metodológicos que permitan conocer los posibles desafíos y áreas de 
fortalecimiento en la preparación de la sociedad civil y de las comunidades en el contexto de los procesos de 
transición sostenible del Fondo Mundial en el Perú. El estudio y propuesta se llevaron a cabo en coordinación con y 
con la participación del Mecanismo de Coordinación de País, Coordinadora Nacional Multisectorial de Salud 
(CONAMUSA) y con el apoyo de Vía Libre.
Esta publicación ha sido elaborada por el Centro Regional de Asistencia Técnica para Latinoamérica y el Caribe (CRAT) 
de Vía Libre. Derechos reservados. Se autoriza su reproducción parcial o total siempre y cuando se cite la fuente.



ABREVIATURAS

RESUMEN EJECUTIVO

ANTECEDENTES

Justificación

Objetivos

METODOLOGÍA

PROCESOS DE TRANSICIÓN DE LAS EPIDEMIAS DEL VIH Y LA TUBERCULOSIS EN EL PERÚ

Situación del VIH y la tuberculosis en el país, y su estado respecto a la carga general de enfermedades

Planes del país como respuesta al VIH y la tuberculosis

Financiamiento nacional e internacional de la respuesta a las enfermedades: evolución reciente y futuras 

proyecciones

Experiencias a favor de la sostenibilidad política y financiera

RIESGOS Y OPORTUNIDADES

Riesgos

Oportunidades

ROL FRENTE A LOS PROCESOS DE TRANSICIÓN

NECESIDADES DE ASISTENCIA TÉCNICA

PLAN DE ACCIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA UNA TRANSICIÓN SOSTENIBLE

Objetivos

Resultados esperados

Actividades

Indicadores para la evaluación de logros y progresos

Mecanismo de implementación

Mecanismos de financiamiento

Plan operativo

Incorporación del plan de acción en los planes de transición del país

ANEXOS

Anexo 1. Participantes en el proceso

Anexo 2. Encuestas de percepciones

Anexo 3: Extracto de los Planes Estratégicos Multisectoriales del VIH y la TB cuyos componentes se asemejan a 

los del plan de acción propuesto

BIBLIOGRAFÍA, REFERENCIAS Y RECURSOS EN LÍNEA

04

05

06

06

07

08

09

09

14

15

17

19

19

21

23

25

26

26

26

27

34

34

35

37

39

40

40

42

45

47

TABLA DE CONTENIDO



04

ABREVIATURAS

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ

Centros Especializados de Referencia de ITS/VIH/SIDA

Sistema de Vigilancia Comunal del CLAS

Comunidad Local de Administración en Salud

Consejo Nacional de Salud del Ministerio de Salud del Perú

Coordinadora Nacional Multisectorial en Salud

Coordinadora Regional Multisectorial en Salud 

Centro Regional de Asistencia Técnica para América Latina y el Caribe

Centro Virtual de Gestión del Conocimiento en VIH

Derechos humanos

Estrategia Sanitaria Nacional de Prevención y Control de ITS, VIH y SIDA del 
Ministerio de Salud

Hombres que tienen Sexo con Hombres 

Instituto Nacional de Salud

Infecciones de transmisión sexual

Lesbianas, gays, transexuales, bisexuales e intersexuales

Mecanismo de Coordinación de País (en el Perú, CONAMUSA)

Ministerio de Salud

Organización no gubernamental

Plan Estratégico Multisectorial

Plan Nacional de Derechos Humanos

Personas privadas de libertad

Presupuesto por resultados

Tratamiento antirretroviral de gran actividad

Tuberculosis multidrogorresistente

Tuberculosis extremadamente resistente

Tuberculosis

Unidad de Atención Médica Periódica

Virus de inmunodeficiencia humana

CERITSS

CIVICOS

CLAS

CNS

CONAMUSA

COREMUSA

CRAT

CVCC-VIH

DDHH

ESNITSS

HSH

INS

ITS

LGTBI

MCP

MINSA

ONG

PEM

PNDDHH

PPL

PPR

TARGA

TB MDR

TB XDR

TB

UAMP

VIH



05

RESUMEN EJECUTIVO 

Entre junio y julio de 2017 se desarrolló en el Perú el proceso “Diálogos sociales: sociedad civil 
sostenible”. En él, los actores no estatales involucrados en las respuestas nacionales al VIH y la 
tuberculosis (TB) en el país revisaron información actualizada sobre la transición que viven ambas 
epidemias, en especial sobre el retiro progresivo del apoyo financiero del Fondo Mundial de Lucha 
contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria (Fondo Mundial). Frente a esto, se construyó una visión 
compartida sobre su rol en este nuevo escenario, así como un plan de acción para alcanzar y ejercer 
dicho rol deseado.

Los participantes, fundamentalmente representantes de organizaciones de personas afectadas y 
vulnerables al VIH y a la TB, y organizaciones no gubernamentales (ONG) involucradas en las 
respuestas a ambas epidemias, identificaron que el rol de la sociedad civil en el contexto de la 
transición debe incluir: (1) el desarrollo de servicios de prevención, atención y tratamiento en alianza 
con el Estado para contribuir a ampliar las coberturas y mejorar la calidad y calidez de los servicios; (2) 
la vigilancia del cumplimiento de los estándares y compromisos del Estado peruano en materia de 
derechos humanos, VIH y TB; (3) la incidencia política, fundamentada en evidencia, en los distintos 
niveles y sectores del Estado, para lograr así una transición sostenible; y (4) la articulación de los 
actores de la sociedad civil del VIH y la TB para fortalecerse y contribuir de manera efectiva a mejorar 
las respuestas nacionales a ambas epidemias.

Como consecuencia de lo anterior, se ha diseñado un plan de acción que al 2021, fecha en la que el 
Perú celebrará el bicentenario de su independencia y en la que concluiría la última subvención 
proyectada del Fondo Mundial para el país¹, espera contribuir a la continuidad y ampliación de las 
estrategias exitosas contra el VIH y la TB, mediante su inclusión progresiva en los planes y 
presupuestos nacionales, y con la participación activa de la sociedad civil.

¹ Para el periodo de asignación de financiamiento 2017-2019, el Fondo Mundial ha previsto que el Perú presente
  solicitudes de financiamiento para la continuación de sus programas en VIH y TB para la cuarta ventana de revisión,
  hasta el 30 de abril de 2018. Dichas solicitudes serían revisadas por el Panel de Revisión Técnica entre el 3 y el 11 de
  junio de ese año. Disponible en:
  https://www.theglobalfund.org/en/applying/funding/submissions/ y
  https://www.theglobalfund.org/media/4528/fundingmodel_2017-2019fundingrequeststatus_tracker_en.xlsx
  (fecha de consulta: 27/07/2017).

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
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ANTECEDENTES

Justificación

Desde 2003, el Fondo Mundial ha comprometido más de 163 millones de dólares americanos para 
fortalecer las respuestas nacionales al VIH y la TB en el Perú. Gracias a esto, más de 16 mil personas 
que viven con el VIH han podido acceder al tratamiento antirretroviral y se han detectado y tratado 
más de 35 mil casos de TB². Si bien en cierto momento los recursos del Fondo Mundial constituyeron 
la principal fuente de financiamiento de las respuestas nacionales a estas epidemias, hoy la situación 
ha cambiado. La economía peruana ha crecido considerablemente durante los últimos años, por lo 
que ahora tiene la categoría de economía de ingreso medio alto. Por su parte, el presupuesto público 
en salud no solo ha crecido, sino que las partidas asignadas a estas enfermedades se han multiplicado. 
No obstante, los aportes del Fondo Mundial han seguido siendo de vital importancia para 
componentes clave que aún son atendidos de forma insuficiente, sobre todo para aquellos 
vinculados a poblaciones en especial situación de vulnerabilidad y al reconocimiento, garantía y 
promoción de sus derechos, que no han logrado ser considerados en los presupuestos públicos.

En los últimos años, el Fondo Mundial ha ido transformando su forma de relacionarse con los países. 
Así, pasó de las rondas de convocatorias con fases de ejecución a las asignaciones por países para 
periodos trianuales, al tiempo que empezó a exigir contrapartidas públicas. Recientemente, ha 
anunciado su retiro progresivo de la región debido a que países como el Perú ya tienen la capacidad 
de financiar las respuestas nacionales a las epidemias con sus propios recursos. En nuestro país, 
probablemente una de las experiencias más exitosas de institucionalización de programas 
financiados por el Fondo Mundial ha sido la continuidad y ampliación del tratamiento antirretroviral. 
No obstante, múltiples componentes aún no han logrado transferirse al ámbito nacional en términos 
financieros e incluso se han desarticulado luego del financiamiento del Fondo Mundial (como sucedió 
con los programas de educadores de pares sobre el VIH dirigidos a poblaciones clave, por ejemplo). 
Por ello, el Fondo Mundial ha puesto especial énfasis en que los procesos de transición sean 
planificados tanto por los Estados como por el conjunto de sectores que son parte de los Mecanismos 
de Coordinación de País o MCP (que, en el caso peruano, es la Coordinadora Nacional Multisectorial 
en Salud o CONAMUSA) y sobre todo por la sociedad civil, incluidas las comunidades afectadas y 
aquellas poblaciones especialmente vulnerables.

² FONDO MUNDIAL DE LUCHA CONTRA EL SIDA, LA TUBERCULOSIS Y LA MALARIA (FM) (s/f). PERU Overview.
  Disponible en:
  https://www.theglobalfund.org/en/portfolio/country/?loc=PER&k=6a5d3eb0-0d70-4b68-a767-12ce2b302bbd
  (fecha de consulta: 05/06/2017).

Así, la CONAMUSA, con el apoyo del Centro Regional de Asistencia Técnica para América Latina y el 
Caribe (CRAT), ha impulsado el desarrollo de los “Diálogos sociales: sociedad civil sostenible” para que 
la sociedad civil involucrada en las respuestas nacionales a las epidemias del VIH y la TB construya 
colectivamente una visión compartida sobre esta transición, sus desafíos y oportunidades, así como 
un plan de acción que luego será un insumo para la negociación con el Fondo Mundial en el marco de 
una próxima subvención.

Objetivos

El objetivo general fue implementar y acompañar a la sociedad civil en un proceso metodológico 
para evaluar riesgos y necesidades relacionados con la sostenibilidad, y planificar acciones desde la 
perspectiva de la sociedad civil en el contexto de una transición sostenible de las subvenciones del 
Fondo Mundial en el Perú.

Los objetivos específicos fueron:

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
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Caribe (CRAT), ha impulsado el desarrollo de los “Diálogos sociales: sociedad civil sostenible” para que 
la sociedad civil involucrada en las respuestas nacionales a las epidemias del VIH y la TB construya 
colectivamente una visión compartida sobre esta transición, sus desafíos y oportunidades, así como 
un plan de acción que luego será un insumo para la negociación con el Fondo Mundial en el marco de 
una próxima subvención.
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El objetivo general fue implementar y acompañar a la sociedad civil en un proceso metodológico 
para evaluar riesgos y necesidades relacionados con la sostenibilidad, y planificar acciones desde la 
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Fortalecer el diálogo entre la sociedad civil y las comunidades sobre las oportunidades y riesgos de 
una transición sostenible en el Perú, así como sobre sus necesidades de asistencia técnica para 
afrontarla con éxito.
Movilizar la respuesta de la sociedad civil y las comunidades del Perú mediante un proceso de 
planificación que responda a los desafíos de una transición sostenible.
Difundir los resultados del proceso metodológico entre los actores clave de las respuestas al VIH 
y la TB en el Perú.

1.

2.

3.

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
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La metodología “Diálogos sociales: sociedad civil sostenible. Una propuesta de apoyo a las 
sociedades civiles del VIH, la tuberculosis y la malaria en los procesos de transición de América Latina 
y el Caribe”, diseñada por el CRAT³, pretende que las sociedades civiles de cada país emprendan un 
proceso de reflexión no solo sobre la transición del apoyo financiero del Fondo Mundial y otros 
donantes a las respuestas nacionales a las epidemias, sino también sobre los cambios en los 
compromisos internacionales en materia de salud y en los escenarios epidemiológicos y 
demográficos, de modo que, a partir de ello, arriben a una visión compartida de la situación en la que 
puedan replantearse el rol que les compete en ese nuevo escenario y así delinear un plan de acción.

La metodología fue aplicada durante los meses de junio y julio del 2017 y diferencia dos momentos: 
El primero, orientado a la construcción de una visión compartida, se centró en (1) obtener y 
sistematizar información sobre la situación de la transición en términos financieros, epidemiológicos, 
de compromisos nacionales e internacionales, y poblacionales para presentarla ante la sociedad civil; 
(2) identificar y entrevistar a expertos y actores clave para recabar información y opiniones 
adicionales⁴; y (3) convocar a una reunión para presentar dicha información y para que la sociedad 
civil pudiera analizarla con el propósito que, a partir de las preguntas motivadoras propuestas, 
construyera su visión compartida sobre la situación de la transición, los retos que esta implica y el rol 
que debe cumplir en ella. 

Dicho proceso de reflexión condujo al segundo momento metodológico previsto, orientado a la 
definición de un plan de acción (por parte de una comisión constituida para tal efecto) que incluyera 
las necesidades de capacitación y asistencia técnica para que la sociedad civil pueda transitar hacia el 
nuevo rol que le compete en el contexto de la transición y pueda recibir el apoyo que requiera (ya sea 
del Fondo Mundial, de sus programas en marcha o próximos programas, del Estado o de sus propias 
capacidades instaladas). Luego, el producto preliminar se socializó por medios electrónicos y recibió 
retroalimentación de quienes participaron en el proceso por la misma vía. Por último, el producto se 
presentó públicamente y pasó a constituir un insumo para el plan de transición que la CONAMUSA 
negociará con el Fondo Mundial.

Adicionalmente, y a petición de la CONAMUSA, se diseñó e implementó un mecanismo de 
verificación del conocimiento generado durante el proceso mediante breves encuestas previas y 
posteriores al mismo, cuyos resultados están resumidos en el Anexo 2.

³ CENTRO REGIONAL DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (CRAT) (2017).
  Diálogos sociales: sociedad civil sostenible. Una propuesta de apoyo a las sociedades civiles del VIH, la tuberculosis
  y la malaria en los procesos de transición de América Latina y el Caribe. Disponible en:
  http://plataformalac.org/2017/03/dialogos-sociales-sociedad-civil-sostenible/.
⁴ Ver lista de entrevistados y participantes en cada momento metodológico en el Anexo 1.

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
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Fuente: Estimaciones de ONUSIDA para 2017
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PROCESOS DE TRANSICIÓN DE LAS EPIDEMIAS DEL 
VIH Y LA TUBERCULOSIS EN EL PERÚ

Situación del VIH y la tuberculosis en el país, y su estado respecto a la carga general 
de enfermedades

El Perú tiene una población de más de 31 millones de personas, con una edad promedio de 28,4 años, 
una razón de dependencia demográfica de 58,5 % y un índice de envejecimiento de 29,9 %. El 75,9 
% de la población vive en áreas urbanas y el 24,1 %, en áreas rurales. La población analfabeta de más 
de 15 años alcanza el 7,1 %, lo que corresponde a un 10,6 % de las mujeres y 3,6 % de los hombres. El 
19,7 % de dicha población vive en zonas rurales y el 3,7 %, en zonas urbanas. Por otro lado, el 54,1 % 
de los habitantes es parte de la población económicamente activa (PEA) y solo el 42,3 % de la 
población cuenta con algún seguro de salud.⁵

El Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/Sida (ONUSIDA) estimó en 2016 que en 
el Perú habría 70 000 (55 000 – 94 000) personas que viven con el VIH: 50 000 (39 000 – 
67 000) hombres de más de 15 años, 19 000 (16 000 – 26 000) mujeres de más de 15 años y 1 300 
(<1 000 – 1 900) niñas, niños y adolescentes. Así, la prevalencia nacional en adultos sería de 0,3 %. 
Las muertes anuales asociadas al sida serían 2 200 (1 400 – 3 500). Respecto a la cascada de 
atención, el 60 % (43 000) de personas que viven con el VIH tiene acceso a antirretrovirales y el 
35 % de ellas (24 000) logró supresión viral.⁶

⁵ INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA E INFORMÁTICA (2007). Censos Nacionales 2007. XI de Población y VI
   de Vivienda. Sistema de Consulta de Principales Indicadores Demográficos, Sociales y Económicos. Disponible en:
   http://censos.inei.gob.pe/Censos2007/IDSE/ (fecha de consulta: 24/06/2017).
⁶ AIDSinfo. Country factsheets – Peru 2016. Disponible en: http://aidsinfo.unaids.org/ (fecha de consulta: 01/08/2017).

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ
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Desde el reporte del primer caso de VIH en el Perú, que fue en 1983, la epidemia se ha concentrado 
en las poblaciones clave. La última Vigilancia Centinela realizada en 2011 encontró prevalencias del 
20,8 % en mujeres transexuales,  15,1 % en gays, 6,6 % bisexuales y 3,4 % en otros hombres que 
tienen relaciones sexuales con hombres. Sin embargo, las estrategias de prevención y diagnóstico 
dirigidas a estas poblaciones han reducido significativamente su alcance en los últimos años, y llegan 
a menos del 5 % de estas poblaciones⁷.

En el caso de las mujeres trabajadoras sexuales, la prevalencia del VIH descendió de 2,80 % en 2008 
hasta 0,50 % en 2012 y 0,38 % en 2014⁸. Sin embargo, otro estudio en trabajadoras sexuales 
clandestinas de Lima y el Callao identificó prevalencias de 2,6 % en 2003⁹, lo que evidencia la 
necesidad de una mayor investigación sobre lo que ocurre con estas poblaciones.

Respecto a las personas privadas de libertad, las últimas prevalencias encontradas fueron de 0,4 % 
en 2004 y 0,6 % en 2007. Según el Primer Censo Nacional Penitenciario 2016, el 0,5 % de la 
población penitenciaria tiene diagnóstico de VIH: 305 hombres y 52 mujeres, lo que da un total de 
357. El 88,5 % de estas personas cuenta con un diagnóstico de un profesional de salud y, de ellas, el 
82 % (259) recibe tratamiento médico.¹⁰ 

Las ciudades con más presencia de casos de infección por el VIH y sida son las de la costa y selva del 
país. Dos terceras partes de los casos notificados se concentran en Lima y el Callao, donde reside un 
tercio de la población nacional. En Lima Metropolitana, los distritos más afectados son Lima, San 
Martín de Porres, San Juan de Lurigancho, Rímac y Santa Anita.¹¹

⁷ Los servicios de atención médica periódica para personas transexuales, gays, bisexuales y hombres que tienen
  relaciones sexuales con hombres que ofrece el MINSA han alcanzado al 7,06 % de estas personas en 2011; 
  al 6,10 % en 2012; al 5,95 % en 2013; al 4,02 % en 2014; al 4,20 % en 2015; y al 2,55 % en 2016 (al tercer
  trimestre). En cuanto a la población de mujeres transexuales, alcanzaron al 0,98 % en 2014; al 3,80 % en
  2015; y al 2,53 % en 2016 (al tercer trimestre). Ver: MINISTERIO DE SALUD (MINSA). Hoja de monitorización
  de la ESNITSS. Acceso mediante recurso de acceso a la información pública.
⁸ COORDINADORA NACIONAL MULTISECTORIAL EN SALUD (CONAMUSA) (2015). Nota conceptual estándar
  del Perú al Fondo Mundial de Lucha Contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria. Componente VIH. Lima, p. 6.
⁹ PERLA, M. E. & OTROS (2012). Genital Tract Infections, Bacterial Vaginosis, HIV, and Reproductive Health
   Issues among Lima-Based Clandestine Female Sex Workers. En: Infectious Diseases in Obstetrics and
   Gynecology, Volume 2012, Article ID 739624, p. 4.
¹⁰ INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA E INFORMÁTICA (INEI) (2016). Perú: Primer Censo Nacional
    Penitenciario 2016. Perfil de la población penal. Lima, p. 20.
¹¹  Según cifras de NOTI-VIH y RENACE producidas por la Dirección General de Epidemiología (DGE) del MINSA.
    Ver: PUN, MÓNICA & OTROS (2011). Análisis de la situación de la epidemia del VIH-sida. Presentación de
    Power Point. Lima.
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Desde la introducción del tratamiento antirretroviral de gran actividad (TARGA) en 2004, la 
mortalidad asociada al VIH se ha reducido en un 40 %. A diciembre de 2014, poco más de 26 mil 
personas recibían tratamiento, lo que equivale al 36,4 % del número de estimado personas con VIH 
para ese año o al 66 % de personas diagnosticadas.¹³

Por otro lado, la TB es la principal causa de morbilidad y mortalidad entre personas que viven con el 
VIH en nuestro país. El 66 % de personas infectadas por la TB han sido diagnosticadas con el VIH, con 
lo cual la tasa de coinfección es del 6 %. En 2013, el 64 % de personas que presentaban esta 
coinfección iniciaron el tratamiento antirretroviral y el tratamiento antituberculoso alcanzó un nivel 
de éxito de 67 %, según cifras del MINSA.¹⁴
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Se identificó una situación particular en los pueblos indígenas de la selva peruana. En 2004, en la 
comunidad chayahuita del Datem del Marañón, en Loreto, se encontró una prevalencia de 7,5 % del 
VIH y de 6,3 % de sífilis. Asimismo, entre los años 2000 y 2014, el Ministerio de Salud (MINSA) ha 
notificado 664 casos de VIH en las provincias de Condorcanqui y Bagua, en la región Amazonas, 
donde la mayor parte de la población rural está conformada por comunidades indígenas. Respecto a 
las categorías de exposición, el 74 % declaró tener relaciones heterosexuales; el 19,2 %, relaciones 
homosexuales; el 1,4 %, relaciones bisexuales; el 1,4 % no precisó; y el 4,1 % declaró exposición 
maternoinfantil. En 2014, la Red de Salud de Condorcanqui registró 244 casos de VIH, que 
constituyen el 54 % de los casos notificados ese año en Amazonas. La prevalencia estimada del VIH 
alcanzó el 2,1 % y la mortalidad, el 44 %, mientras que un estudio etnográfico de ese mismo año 
identificó un índice de mortalidad de 63 %. El ratio hombre/mujer en estos territorios es de 2 a 1. En 
estas poblaciones, las tasas de tratamiento inicial han llegado al 6 % en 2012 y al 23 % en 2014.¹²  

¹² CONAMUSA (2015), óp. cit., pp. 7-8.

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.
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Desde la introducción del tratamiento antirretroviral de gran actividad (TARGA) en 2004, la 
mortalidad asociada al VIH se ha reducido en un 40 %. A diciembre de 2014, poco más de 26 mil 
personas recibían tratamiento, lo que equivale al 36,4 % del número de estimado personas con VIH 
para ese año o al 66 % de personas diagnosticadas.¹³

Por otro lado, la TB es la principal causa de morbilidad y mortalidad entre personas que viven con el 
VIH en nuestro país. El 66 % de personas infectadas por la TB han sido diagnosticadas con el VIH, con 
lo cual la tasa de coinfección es del 6 %. En 2013, el 64 % de personas que presentaban esta 
coinfección iniciaron el tratamiento antirretroviral y el tratamiento antituberculoso alcanzó un nivel 
de éxito de 67 %, según cifras del MINSA.¹⁴

El Perú tiene una prevalencia estimada de TB de 159 por cada 100 000 habitantes, una incidencia 
estimada de 121 por cada 100 000 y una mortalidad estimada de 6,8 por cada 100 000, según cifras 
del Perfil de la Tuberculosis 2015 de la Organización Mundial de la Salud (OMS). En 2013, el MINSA 
notificó 31 052 casos de TB. El 3,9 % de los casos nuevos (850) y el 35 % de los casos retratados 
(1 200) fueron de tuberculosis multirresistente (TB MDR), con lo cual nuestro país ocupó el primer 
lugar con este tipo de infección en las Américas. Además, en los últimos años se ha registrado una 
tendencia creciente de formas resistentes de TB, pues entre 2013 y 2014 el número de casos 
registrados de TB MDR y de tuberculosis extremadamente resistente (TB XDR) aumentó en un 4 %. 

El 70 % de las personas infectadas por la TB son pobres o extremadamente pobres. Según los 
reportes del MINSA, las regiones de Madre de Dios, Ucayali, Loreto, Lima e Ica han presentado una 
incidencia por encima del nivel nacional, y entre todas suman el 72 % de casos nuevos notificados. 
Solo la capital concentra el 60 % de casos y, a su vez, el mayor porcentaje de casos se registran en los 
distritos de San Juan de Lurigancho, Rímac, La Victoria, El Agustino, Ate, Santa Anita y Barranco. Así, 
los distritos con mayores desventajas respecto al Índice de Desarrollo Humano (IDH) son los que 
tienen una mayor incidencia de TB, y el 83,1 % de los casos de TB MDR se concentran en Lima y sus 
distritos.
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Se identificó una situación particular en los pueblos indígenas de la selva peruana. En 2004, en la 
comunidad chayahuita del Datem del Marañón, en Loreto, se encontró una prevalencia de 7,5 % del 
VIH y de 6,3 % de sífilis. Asimismo, entre los años 2000 y 2014, el Ministerio de Salud (MINSA) ha 
notificado 664 casos de VIH en las provincias de Condorcanqui y Bagua, en la región Amazonas, 
donde la mayor parte de la población rural está conformada por comunidades indígenas. Respecto a 
las categorías de exposición, el 74 % declaró tener relaciones heterosexuales; el 19,2 %, relaciones 
homosexuales; el 1,4 %, relaciones bisexuales; el 1,4 % no precisó; y el 4,1 % declaró exposición 
maternoinfantil. En 2014, la Red de Salud de Condorcanqui registró 244 casos de VIH, que 
constituyen el 54 % de los casos notificados ese año en Amazonas. La prevalencia estimada del VIH 
alcanzó el 2,1 % y la mortalidad, el 44 %, mientras que un estudio etnográfico de ese mismo año 
identificó un índice de mortalidad de 63 %. El ratio hombre/mujer en estos territorios es de 2 a 1. En 
estas poblaciones, las tasas de tratamiento inicial han llegado al 6 % en 2012 y al 23 % en 2014.¹²  

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

¹³ Ibíd., p. 13.
¹⁴ MINISTERIO DE SALUD (MINSA) (2016). Análisis de la situación epidemiológica de la tuberculosis en el Perú
   2015. Lima, p. 60.

Fuente: Presentaciones TB año 2010 y año 2014. ESNPCT-DGSP/MINSA
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El Perú tiene una prevalencia estimada de TB de 159 por cada 100 000 habitantes, una incidencia 
estimada de 121 por cada 100 000 y una mortalidad estimada de 6,8 por cada 100 000, según cifras 
del Perfil de la Tuberculosis 2015 de la Organización Mundial de la Salud (OMS). En 2013, el MINSA 
notificó 31 052 casos de TB. El 3,9 % de los casos nuevos (850) y el 35 % de los casos retratados 
(1 200) fueron de tuberculosis multirresistente (TB MDR), con lo cual nuestro país ocupó el primer 
lugar con este tipo de infección en las Américas. Además, en los últimos años se ha registrado una 
tendencia creciente de formas resistentes de TB, pues entre 2013 y 2014 el número de casos 
registrados de TB MDR y de tuberculosis extremadamente resistente (TB XDR) aumentó en un 4 %. 

El 70 % de las personas infectadas por la TB son pobres o extremadamente pobres. Según los 
reportes del MINSA, las regiones de Madre de Dios, Ucayali, Loreto, Lima e Ica han presentado una 
incidencia por encima del nivel nacional, y entre todas suman el 72 % de casos nuevos notificados. 
Solo la capital concentra el 60 % de casos y, a su vez, el mayor porcentaje de casos se registran en los 
distritos de San Juan de Lurigancho, Rímac, La Victoria, El Agustino, Ate, Santa Anita y Barranco. Así, 
los distritos con mayores desventajas respecto al Índice de Desarrollo Humano (IDH) son los que 
tienen una mayor incidencia de TB, y el 83,1 % de los casos de TB MDR se concentran en Lima y sus 
distritos.
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

 Mapas de incidencia TBPFP, Perú año 2013, 2014

Fuente: Vigilancia epidemiológica de TB-MINSA/DGE
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El Plan Estratégico Multisectorial de Prevención y Control de ITS, VIH y Sida 2015-2019 tiene la 
finalidad de promover que las personas que viven con el VIH, poblaciones clave y poblaciones 
vulnerables accedan a servicios de promoción, prevención, atención y tratamiento integral de 
calidad para ITS y el VIH en los que se respeten plenamente sus derechos, con la participación de 
los diversos actores y sectores involucrados. Su objetivo es fortalecer la respuesta a la epidemia con 
un abordaje inclusivo y de derechos. Tiene 6 objetivos específicos orientados (1) a la prevención, (2) 
al fortalecimiento del diagnóstico y tratamiento, (3) a la reducción de barreras de derechos de 
poblaciones afectadas, clave y vulnerables, (4) al fortalecimiento de la multisectorialidad, (5) al 
fortalecimiento de la gestión y del papel rector del MINSA, y (6) al fortalecimiento de los sistemas 
de información, monitoreo y evaluación.

•

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

El promedio de edad de personas con TB es de 35 años. El 52 % de las personas afectadas por esta 
enfermedad tienen entre 15 y 35 años, lo que quiere decir que la TB afecta fundamentalmente a la 
PEA más joven. El 33,2 % de los afectados son personas sin empleo, jubiladas o niños en edad 
preescolar, y el 19,3 % de las personas afectadas son estudiantes de diversos niveles. El 7,5 % de los 
casos notificados entre 2013 y 2014 fueron en menores de 15 años, y dicho porcentaje se ha 
mantenido estable en el último quinquenio. Del total de casos de TB XDR, 2 % se han producido en 
menores de 15 años y 7 %, en adolescentes entre 15 y 17 años. ¹⁵

Según el Primer Censo Nacional Penitenciario 2016, el 4,3 % de personas privadas de libertad tiene 
TB: 3 210 hombres y 57 mujeres, que hacen un total de 3 267 personas. De ellas, el 95 % posee un 
diagnóstico médico oficial y, a su vez, el 53,1 % de ellas (1 649) recibe tratamiento médico.¹⁶ Según el 
MINSA, la incidencia de TB en esta población es 25 veces mayor que en la población general y en el 
año 2014 se reportaron cuatro veces más casos TB MDR que en años anteriores.¹⁷ En paralelo, en los 
últimos años se ha registrado un debilitamiento de las iniciativas de diagnóstico y atención dirigidas a 
estas poblaciones.¹⁸ El 22 % de las muertes de la población penitenciaria está vinculado a la TB, ya sea 
por diagnósticos y tratamientos tardíos o por comorbilidades no tratadas, por lo que constituye la 
principal causa de muerte en este grupo humano.¹⁹

Planes del país como respuesta al VIH y la tuberculosis

El Perú cuenta con planes estratégicos que guían la respuesta nacional a cada epidemia:

¹⁵ MINSA, óp. cit., pp. 39-45.
¹⁶ INEI (2016), óp. cit., pp. 20-21.
¹⁷ MINSA, óp. cit., p. 84.
¹⁸ El Análisis de la situación epidemiológica de la tuberculosis en el Perú 2015 del MINSA ejemplifica esta situación
   con el caso del establecimiento penitenciario con mayor capacidad del país (el penal de Lurigancho), donde,
   “con la colaboración de los proyectos del Fondo Mundial, se fortaleció el programa de control y se mejoraron las
   instalaciones para la atención de personas privadas de libertad afectadas por la TB. Sin embargo, en los últimos
   años se ha observado un debilitamiento del sistema, lo que evidencia un mayor riesgo de transmisión de TB y el
   incremento de casos de TB y TB MDR en personas privadas de libertad” (p. 85). Por su parte, el diseño de la nota
   conceptual que se encuentra en implementación con apoyo del Fondo Mundial afirma que “la brecha más
   importante es el déficit de respuesta a la TB que presentan los establecimientos penitenciarios del país” (p. 34).
¹⁹ CONAMUSA (2015), óp cit, p. 11.
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El Plan Estratégico Multisectorial de la Respuesta Nacional a la Tuberculosis en el Perú 2009-2018 
tiene la visión de que, al término de su vigencia, el Estado y la sociedad civil enfrentan la 
tuberculosis y sus determinantes sociales con un enfoque de derechos humanos, equidad e 
interculturalidad, de modo integrado y eficaz. Para ello, prevé 6 resultados: (1) todas las personas 
afectadas reciben tratamiento, (2) las poblaciones más vulnerables y de mayor exposición a la 
enfermedad reducen sus posibilidades de contagio, (3) la población general está debidamente 
informada sobre la tuberculosis, (4) las personas afectadas participan organizadamente en su 
recuperación y en la respuesta nacional, (5) los programas sociales y servicios de salud se 
encuentran fortalecidos, y (6) hay una respuesta multisectorial en los tres niveles del Estado.

•

La lucha contra estas epidemias también está presente en otros planes nacionales. Tanto las 
poblaciones afectadas por el VIH como por la TB han sido priorizadas, entre otros, en el Plan Nacional 
de Derechos Humanos (PNDDHH) 2014-2016, y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(MINJUS) ha anunciado su inclusión, junto a la restitución explícita de los colectivos LGTBI (lesbianas, 
gays, transexuales, bisexuales e intersexuales), en el nuevo plan previsto para 2017-2021²⁰. Por otro 
lado, desde el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), el Plan Nacional de Igualdad 
de Género 2012-2017 considera explícitamente la protección de las mujeres que viven con el VIH. 
Dicho plan prevé entre sus resultados que los servicios de salud rurales difundan información sobre 
las ITS y el VIH, y que los servicios de salud aseguren medicinas gratuitas para las personas afectadas 
por esta epidemia. Además, el Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016-2021 explicita la 
violencia contra las mujeres que viven con el VIH como una modalidad de violencia de género y, en 
consecuencia, busca cambiar los patrones socioculturales que la sustentan.

Financiamiento nacional e internacional de la respuesta a las enfermedades: 
evolución reciente y futuras proyecciones

En los últimos años, el Perú ha incrementado progresivamente su inversión pública en salud en el 
marco del Aseguramiento Universal en Salud (AUS) y la Reforma del Sector Salud (RSS), con los que 
se espera que en la próxima década toda la población esté protegida por algún sistema de seguro de 
salud.

Los recursos públicos contra estas epidemias están articulados en el Programa Presupuestal 0016 
TBC-VIH/Sida que tiene por objeto poner fin a las epidemias de TB, VIH/Sida, hepatitis y sífilis como 
amenazas para la salud pública. Para el año 2017, los recursos públicos alcanzan los 700 millones de 
soles, y a fines de junio se registró un avance de ejecución del 35,9 %²¹.

²⁰ MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (MINJUS) (2017). Plan Nacional de Derechos Humanos
²¹ 2017-2021. Instalación de mesas de trabajo temáticas. Presentación de Power Point. Lima.

Un análisis del financiamiento del VIH en el Perú realizado por la CONAMUSA estableció que, para el 
año 2012, el 78,7 % de los recursos provenía del Estado; el 15,1 %, de la cooperación internacional no 
relacionada con el Fondo Mundial; y el 2,1% estaba directamente vinculado a dicha institución. 
Respecto a la estructura del gasto, el 30,6 % se orientó a la atención de personas que vivían con el 
VIH, incluyendo la provisión del TARGA, mientras que el 7,6 % se dirigió a intervenciones en 
poblaciones clave, lo cual representaría solo el 16,6 % del presupuesto necesario para atenderlas de 
manera efectiva²². 

A pesar de que en los últimos años se ha multiplicado el presupuesto público asociado al VIH, un 
problema fundamental sigue siendo la calidad del gasto. Por ejemplo, se ha registrado que alrededor 
del 70 % del presupuesto por resultados (PPR) se ejecuta en pagos a personal en planilla o por 
contratos administrativos de servicios no necesariamente vinculados a la respuesta a la epidemia, 
mientras que solo el 8,4 % se dirige a la adquisición de bienes como preservativos, pruebas 
diagnósticas y tratamientos para las ITS²³.

En 2015, la CONAMUSA convocó a los Diálogos Nacionales para la elaboración de las notas 
conceptuales para el VIH y la TB. En ellos, el Estado y la sociedad civil identificaron las principales 
brechas de financiamiento para enfrentar ambas epidemias:

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.
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La lucha contra estas epidemias también está presente en otros planes nacionales. Tanto las 
poblaciones afectadas por el VIH como por la TB han sido priorizadas, entre otros, en el Plan Nacional 
de Derechos Humanos (PNDDHH) 2014-2016, y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(MINJUS) ha anunciado su inclusión, junto a la restitución explícita de los colectivos LGTBI (lesbianas, 
gays, transexuales, bisexuales e intersexuales), en el nuevo plan previsto para 2017-2021²⁰. Por otro 
lado, desde el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), el Plan Nacional de Igualdad 
de Género 2012-2017 considera explícitamente la protección de las mujeres que viven con el VIH. 
Dicho plan prevé entre sus resultados que los servicios de salud rurales difundan información sobre 
las ITS y el VIH, y que los servicios de salud aseguren medicinas gratuitas para las personas afectadas 
por esta epidemia. Además, el Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016-2021 explicita la 
violencia contra las mujeres que viven con el VIH como una modalidad de violencia de género y, en 
consecuencia, busca cambiar los patrones socioculturales que la sustentan.

Financiamiento nacional e internacional de la respuesta a las enfermedades: 
evolución reciente y futuras proyecciones

En los últimos años, el Perú ha incrementado progresivamente su inversión pública en salud en el 
marco del Aseguramiento Universal en Salud (AUS) y la Reforma del Sector Salud (RSS), con los que 
se espera que en la próxima década toda la población esté protegida por algún sistema de seguro de 
salud.

Los recursos públicos contra estas epidemias están articulados en el Programa Presupuestal 0016 
TBC-VIH/Sida que tiene por objeto poner fin a las epidemias de TB, VIH/Sida, hepatitis y sífilis como 
amenazas para la salud pública. Para el año 2017, los recursos públicos alcanzan los 700 millones de 
soles, y a fines de junio se registró un avance de ejecución del 35,9 %²¹.

Un análisis del financiamiento del VIH en el Perú realizado por la CONAMUSA estableció que, para el 
año 2012, el 78,7 % de los recursos provenía del Estado; el 15,1 %, de la cooperación internacional no 
relacionada con el Fondo Mundial; y el 2,1% estaba directamente vinculado a dicha institución. 
Respecto a la estructura del gasto, el 30,6 % se orientó a la atención de personas que vivían con el 
VIH, incluyendo la provisión del TARGA, mientras que el 7,6 % se dirigió a intervenciones en 
poblaciones clave, lo cual representaría solo el 16,6 % del presupuesto necesario para atenderlas de 
manera efectiva²². 

A pesar de que en los últimos años se ha multiplicado el presupuesto público asociado al VIH, un 
problema fundamental sigue siendo la calidad del gasto. Por ejemplo, se ha registrado que alrededor 
del 70 % del presupuesto por resultados (PPR) se ejecuta en pagos a personal en planilla o por 
contratos administrativos de servicios no necesariamente vinculados a la respuesta a la epidemia, 
mientras que solo el 8,4 % se dirige a la adquisición de bienes como preservativos, pruebas 
diagnósticas y tratamientos para las ITS²³.

En 2015, la CONAMUSA convocó a los Diálogos Nacionales para la elaboración de las notas 
conceptuales para el VIH y la TB. En ellos, el Estado y la sociedad civil identificaron las principales 
brechas de financiamiento para enfrentar ambas epidemias:

En el caso del VIH, destacan los programas de prevención dirigidos a poblaciones clave, la 
educación sexual integral, la vinculación y la capacitación continua del personal de salud en TARGA, 
el desarrollo de nuevas capacidades para la incidencia, vigilancia y veeduría ciudadana de las 
organizaciones de personas afectadas y poblaciones vulnerables, la articulación intersectorial y el 
fortalecimiento de capacidades de la Estrategia Sanitaria Nacional. Además, se identificó como 
tarea pendiente trabajar con poblaciones prioritarias: mujeres transexuales, pueblos indígenas y 
hombres que tienen relaciones sexuales con hombres menores de 25 años²⁴.
En el caso de la TB, destacan las iniciativas en centros penitenciarios (búsqueda activa de casos; 
diagnóstico bacteriológico, complementario y de resistencias; y provisión de tratamiento), el 
manejo domiciliario endovenoso para TB XDR y la implementación de albergues para pacientes 
cuyos domicilios no cuenten con las condiciones adecuadas.
También destacan el tratamiento de la coinfección TB-VIH, el fortalecimiento de organizaciones de 
pacientes y la gestión de información epidemiológica.²⁵

•

•

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

²² MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS (MEF) (s/f). Consulta amigable. Consulta de ejecución de gasto:
    http://apps5.mineco.gob.pe/transparencia/mensual/ (fecha de consulta: 25/06/17).
²³ COORDINADORA NACIONAL MULTISECTORIAL EN SALUD (CONAMUSA) (2014). Informe sobre las
    opciones para mejorar la inversión en VIH en el Perú: síntesis de la evidencia. Informe final. Borrador. Lima.
²⁴ Ibíd.
²⁵ Ibíd.
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Dichas notas conceptuales derivaron en dos subvenciones del Fondo Mundial aprobadas y en curso 
de implementación, con un presupuesto total por encima de los 26 millones de dólares americanos 
para ser ejecutado entre los años 2016 y 2019.²⁶ El proyecto relativo al VIH, “Expansión de la 
respuesta nacional al VIH en poblaciones clave y vulnerables en áreas urbanas y en la región 
amazónica del Perú”, propone iniciar una intervención culturalmente adaptada para la prevención, 
diagnóstico y atención de la población indígena amazónica, así como para aumentar las coberturas de 
prevención y diagnóstico de poblaciones clave transexuales y otros hombres que tienen relaciones 
sexuales con hombres, y su vinculación con los servicios de tratamiento antirretroviral. Por su parte, el 
proyecto relativo a la TB, “Mejorar la respuesta nacional a la tuberculosis en grupos prioritarios (PPL, 
TB DR y TB-VIH) y fortalecer el sistema comunitario”, busca fortalecer el manejo de los casos de TB 
XDR mediante el abordaje domiciliario y comunitario, la repotenciación de las iniciativas en 
poblaciones privadas de su libertad y la gestión de medidas contra la coinfección TB-VIH.

Experiencias a favor de la sostenibilidad política y financiera

Las experiencias más recordadas de sostenibilidad de iniciativas exitosas de programas del Fondo 
Mundial en el país se remiten al Programa de la Ronda 2, que instauró el acceso universal y gratuito al 
TARGA para el VIH y al tratamiento breve bajo observación directa para TB MDR (DOTS-Plus). En 
ambos casos, los tratamientos han sido incluidos en los presupuestos públicos y su cobertura se ha 
ampliado progresivamente. Para ello, confluyeron tanto la presión ciudadana de los colectivos de 
pacientes como la voluntad política de las autoridades de salud y economía, entre otros sectores, y la 
transición progresiva del financiamiento de estos componentes fue una condición precedente del 
contrato con el Fondo Mundial para la continuidad de la segunda fase de dichos programas. 

Esta experiencia emblemática facilitada por el alineamiento de las voluntades del Estado, la sociedad 
civil y la cooperación internacional no ha logrado repetirse en magnitudes comparables. No obstante, 
en coordinación con la Secretaría Técnica de la CONAMUSA se identificaron tres experiencias 
recientes de sostenibilidad de la sociedad civil, cuyos gestores las expusieron en el taller “Diálogos 
Sociales”:

17

La Asociación de Personas con Tuberculosis (ADEPAT) de Loreto apoya a las personas afectadas, 
sus familias y comunidades mediante labores de sensibilización y educación comunitaria, así como 
vigilando la calidad de los servicios públicos. En un área dentro del hospital regional de Loreto han 
desarrollado un biohuerto gestionado por las propias personas afectadas, quienes en el marco de su 
proceso de recuperación, asumen las tareas de siembra, cosecha y venta de los productos, y, de esa 
manera, contribuyen a la mejora de su economía personal y familiar, que es una de las áreas clave 
que definen la vulnerabilidad frente a esta epidemia.

•

•

•

Riesgos
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sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.²⁶ FONDO MUNDIAL (s/f).
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La Comunidad Homosexual Esperanza para la Región Loreto (CHERL) ha logrado la aprobación del 
Plan Regional contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género 2016-2021, 
documento único en su tipo en el país que propone la articulación de las diversas dependencias del 
Estado a nivel subnacional para responder a la situación de vulnerabilidad de derechos que viven las 
personas y comunidades LGTBI²⁷. Este logro se dio en el marco de una estrategia multinivel de 
promoción de ordenanzas regionales, provinciales y distritales contra la discriminación que fue 
fuertemente impulsada mediante la presencia constante de sus voceros en medios de 
comunicación locales, en mesas de diálogo con representantes estatales y en las calles, con 
movilizaciones ciudadanas en fechas emblemáticas. Estas acciones han sido financiadas sobre todo 
por la cooperación internacional, así como por el trabajo voluntario de sus activistas. Actualmente, 
con el plan regional aprobado, se espera que el Estado asuma el financiamiento progresivo de sus 
acciones de promoción de derechos humanos.

La Asociación Diversidad San Martinense (DISAM) lidera la gestión del Centro Comunitario LGTB de 
Tarapoto, que es un espacio de prevención y diagnóstico del VIH y de ITS para poblaciones clave y 
la población general, así como de promoción de los derechos humanos de las personas y 
comunidades LGTBI, en asociación con el Estado. Esta iniciativa es resultado de un convenio 
tripartito entre la Municipalidad Provincial de San Martín, que paga el alquiler del local; la Red de 
Salud San Martín, que ha asignado personal, equipamiento e insumos a dicho local para que ahí 
funcionen los servicios de la Unidad de Atención Médica Periódica (UAMP) en VIH; y la propia 
organización comunitaria, que aporta su equipo de promotores y voluntarios. Así, se ha multiplicado 
el alcance de las estrategias de prevención y diagnóstico para poblaciones clave en un ambiente 
comunitario producto del trabajo conjunto entre el Estado y la sociedad civil. 

•

•

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

²⁷ El Plan Regional Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género 2016-2021 fue
    aprobado como "instrumento de concertación y participación democrática de la población LGTB de la región
    de Loreto, así como instancia válida de interlocución y consulta ante el Gobierno Regional de Loreto y otras
    instituciones públicas y privadas" mediante la Ordenanza Regional 027-2016-GRL-CR. Su misión es que los
    gobiernos distritales, gobiernos provinciales y el gobierno regional de Loreto adecúen e implementen políticas
    públicas contra la discriminación por estos motivos, y para ello se plantean 5 objetivos estratégicos orientados
    (1) a documentar la discriminación, (2) a promover el acceso a la salud integral, (3) a la educación básica, (4) a 
    oportunidades laborales y (5) a fortalecer los sistemas de protección de derechos. No cuenta con un presupuesto
    propio, toda vez que, al involucrar responsabilidades multisectoriales, las actividades “corren a cargo del 
    presupuesto de cada uno de los pliegos comprometidos” (p. 77). El monitoreo y evaluación, así como reuniones,
    talleres y seminarios, son responsabilidad de la Subgerencia de Programas Sociales de la Gerencia de Desarrollo
    Social del Gobierno Regional de Loreto, con cargo a su presupuesto institucional y al financiamiento que pueda
    obtener de la cooperación internacional. Ver: GOBIERNO REGIONAL DE LORETO (2016). Plan Regional contra la
    Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género en Loreto 2016-2021. Loreto, pp. 45-72.

DIÁLOGOS SOCIALES: SOCIEDAD CIVIL SOSTENIBLE EN EL PERÚ



19

RIESGOS Y OPORTUNIDADES

Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

Esta situación se agrava con el fortalecimiento de grupos antiderechos que en los últimos meses han 
atacado de modo sistemático los exiguos avances del país en materia de igualdad de género hasta 
lograr la eliminación de la mención de este enfoque y de la prohibición explícita de la discriminación 
por orientación sexual e identidad de género en diversos dispositivos normativos de alcance nacional. 
A ello se suma el recurso de acción popular planteado contra el Currículo Nacional de la Educación 
Básica Regular para eliminar el enfoque de igualdad de género, reflejado, por ejemplo, en contenidos 
de educación sexual integral. Con ello, se configura no solo un entorno hostil para enfrentar 
específicamente la epidemia del VIH, sino también para enfrentar desigualdades basadas en género, 
que se vinculan activamente a ambas epidemias y a los contextos que las mantienen vigentes. Estas 
situaciones tienen un correlato en el discurso social que no solo obstaculiza el establecimiento de 
políticas públicas en salud y derechos humanos, sino que además aumenta la vulnerabilidad de estos 
colectivos, tal es así que, sobre todo en los últimos meses, se han registrado agresiones físicas, 
ataques virtuales y hostigamiento contra activistas feministas y LGTBI que han aparecido en medios 
de comunicación planteando estos asuntos.

A todo lo anterior se suma la percepción de que ambas epidemias han dejado de tener la suficiente 
atención por parte de los medios de comunicación y de los responsables de establecer políticas 
nacionales y subnacionales, con algunas excepciones, como un problema de salud pública y de 
derechos relevante para la sociedad en su conjunto. Aunque ello no debería afectar la marcha de 
políticas estatales en salud y derechos humanos contra ambas epidemias, su debilidad hace relevante 
este asunto. Además, los participantes señalaron la ausencia de información estratégica actualizada 
sobre la situación de las epidemias, en especial sobre poblaciones específicas como mujeres 
gestantes o trabajadoras sexuales frente al VIH, lo que tiene un impacto en el diseño de estrategias 
efectivas y eficientes, así como en la planificación y asignación de recursos. 

También consideran que ha habido deficiencias en la gestión de la transferencia al Estado en el marco 
de los proyectos financiados por el Fondo Mundial, que es un aspecto que usualmente se ha 
postergado para los planes de cierre de las iniciativas en lugar de garantizar desde el inicio el 
involucramiento significativo de los actores públicos y privados relevantes para generar compromisos 
que permitan la continuidad y ampliación de los logros alcanzados. Al respecto, la Secretaría Técnica 
de la CONAMUSA ha informado que las subvenciones en curso prevén planes para la sostenibilidad 
que acompañarán su implementación desde el inicio hasta el fin, lo que causó gran expectativa en los 
participantes.

La reducción de la cooperación internacional producto del afianzamiento del Perú como país de 
ingreso medio alto y con grado de inversión, así como del cambio de las prioridades y destinos de la 
ayuda en desarrollo (incluida la aparición de nuevas agendas mundiales como la crisis de refugiados 
en Europa), es considerada como uno de los principales riesgos, pues las mayores innovaciones en las 
respuestas a las epidemias y el apoyo para el funcionamiento de la sociedad civil se han basado 
principalmente en esa fuente durante las últimas décadas. Ahora bien, aunque los presupuestos 
públicos se han multiplicado en los últimos años y han ido asumiendo el financiamiento de los 
tratamientos para el VIH y la TB, aún hay componentes que dependen casi de manera exclusiva de la 
cooperación del Fondo Mundial, como es el caso de las iniciativas de prevención y diagnóstico de 
poblaciones clave de transexuales y de hombres que tienen relaciones sexuales con otros hombres, 
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

de los pilotos interculturales en comunidades indígenas para prevenir el VIH y del tratamiento para la 
TB XDR.

En cuanto a la propia sociedad civil, se hace referencia a un debilitamiento caracterizado por un 
descenso progresivo de la cantidad de actores (ya sean ONG u organizaciones de base comunitaria) 
que participan activamente en espacios de articulación y acción; a la falta de renovación de liderazgos 
comunitarios y a la ausencia de incentivos para que las comunidades más vulnerables y afectadas 
tomen un rol ciudadano más activo frente a estas epidemias y otros problemas de derechos 
humanos; a la reducción de recursos para el desarrollo de acciones orientadas a la promoción y al 
fortalecimiento de sus tejidos organizativos; y al desconocimiento de herramientas técnicas de 
gestión estatal, como el PPR, y de otros instrumentos que facilitarían su participación significativa, 
como el manejo del idioma inglés. Así, una de las principales incógnitas que surgieron en este proceso 
fue cuál va a ser la fuente de financiamiento para las acciones de la sociedad civil.

Oportunidades

Planificar una transición sostenible de las respuestas nacionales a las epidemias del VIH y la TB frente 
al retiro progresivo de la cooperación del Fondo Mundial le ofrece a la sociedad civil la oportunidad de 
mirar críticamente su itinerario, sus capacidades y su rol a futuro. Este proceso, que decanta en la 
construcción de una visión compartida y de un plan de acción, evidencia la urgente necesidad de 
generar vínculos de confianza y colaboración con el Estado, y de adquirir un nuevo rol que no deje de 
lado la vigilancia ciudadana ni la incidencia política, sino que la haga cada vez más técnica al generar 
aprendizajes a partir de los cambios en la gestión del Estado y al desarrollar servicios de prevención, 
diagnóstico, tratamiento y derechos humanos en alianza con el sector público. Este nuevo rol 
precisará además de la gestión del conocimiento, la réplica de buenas prácticas y lecciones 
aprendidas, y el diálogo con la academia para así incorporar en la agenda y en las acciones de la 
sociedad civil las innovaciones y nuevos conocimientos para gestionar de manera más efectiva las 
medidas contra estas epidemias.

Los cambios en la gestión del Estado son percibidos como oportunidades que deben aprovecharse 
para lograr una transición sostenible, en especial la reforma del sector salud; la descentralización, que 
encarga a los gobiernos locales funciones en la materia; los procesos anuales de planificación 
presupuestal por resultados fundamentados en pruebas; mecanismos de participación ciudadana, 
como los presupuestos participativos; y los planes concertados de desarrollo, que pueden permitir la 
planificación y el financiamiento público de iniciativas ciudadanas en alianza con los gobiernos locales 
y regionales para enfrentar las epidemias y los contextos de vulneración de derechos de las 
poblaciones afectadas y las más vulnerables. Sin embargo, para poder hacer uso de estos 
mecanismos es necesario desarrollar capacidades en los actores de sociedad civil, así como identificar 
recursos que les permitan comprometer el tiempo y dedicación de sus perfiles técnicos y 
comunitarios.

El marco de compromisos internacionales a los que el Estado peruano se ha adherido constituye 
también una oportunidad en tanto establece un horizonte respecto al cual las metas y programas 
nacionales deben alinearse. Así, tanto los objetivos de desarrollo sostenible (ODS) cmo las estrategias 
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

y recomendaciones de organismos internacionales especializados (las metas 90-90-90 en VIH; la 
Acción Acelerada de ONUSIDA; y los lineamientos derivados de investigaciones científicas más 
recientes, como los que periódicamente emite Organización Panamericana de la Salud en materia del 
VIH, así como la estrategia Fin a la TB de la OMS) constituyen un estándar de referencia. Sus 
contenidos han permitido orientar los planes y políticas existentes, tales como los planes estratégicos 
multisectoriales para cada epidemia. En ese sentido, la próxima publicación de un nuevo Plan 
Nacional de Derechos Humanos 2017-2021 constituye también una oportunidad, aunque se ha 
identificado que el proceso de participación de la sociedad civil se encuentra detenido.

La reciente llegada del nuevo director de la oficina para Perú, Ecuador y Bolivia de ONUSIDA, 
concretada durante la realización de este proceso, también se percibe como una oportunidad en 
tanto puede sumar a un nuevo interlocutor al diálogo político nacional rumbo a la transición 
sostenible. En términos más generales, la permanencia de actores internacionales y multilaterales se 
siente como un respaldo a los esfuerzos de la sociedad civil para poner en agenda los elementos más 
urgentes de las respuestas a las epidemias. En ese sentido, se ha identificado la necesidad de una 
mayor articulación con estos actores, que pueden convertirse en aliados de la sociedad civil para el 
fortalecimiento de sus capacidades y asesoría en estrategias de movilización de recursos.

La existencia de subvenciones del Fondo Mundial en curso y de una nueva subvención se menciona 
también como una oportunidad para abordar la sostenibilidad de un modo integral, pues no solo sirve 
para incluir en el debate político con las autoridades nacionales el tema de la transferencia al Estado 
de aquellos componentes exitosos de estas iniciativas, sino también para retomar aquellas 
experiencias que hayan resultado exitosas, pero que, a pesar de ello, se han descontinuado y han 
agravado así la situación de poblaciones concretas frente a estas enfermedades.

También se considera positiva la existencia de espacios de articulación con el Estado en los que 
participan diversas expresiones de la sociedad civil, como la CONAMUSA y sus versiones regionales 
de COREMUSA, el Consejo Nacional de Salud (CNS), la Mesa de Concertación contra la Pobreza, 
entre otros. No obstante, se ha mencionado que la participación del Estado —y en especial de los 
sectores distintos al sector salud— es irregular y no compromete a altas esferas con poder de decisión 
programática y presupuestal, lo que afecta el impacto que estos espacios pueden tener para lograr 
consensos y sostenibilidad. Sin embargo, a partir de las experiencias mostradas en el proceso, se ha 
identificado que la incidencia para la sostenibilidad debe darse no solo a nivel central o nacional, sino 
también a nivel de las diversas regiones e incluso provincias, según las facultades de cada nivel de 
gobierno.
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

ROL FRENTE A LOS PROCESOS DE TRANSICIÓN

Los participantes de los “Diálogos Sociales” se replantearon cuál debería ser el rol de la sociedad civil 
en el contexto de los procesos de transición en cuatro áreas clave: (1) prevención, (2) atención y 
tratamiento, (3) vigilancia e incidencia (también en derechos humanos), y (4) aspectos 
organizacionales y comunitarios. De esta manera, se obtuvo el siguiente esquema:

PrevenciónRol

Ejemplo
de acciones

Contribución
a la

sostenibilidad

Atención y
tratamiento

Vigilancia,
incidencia y

derechos
humanos

Aspectos
organizacionales
y comunitarios

Educar y 
sensibilizar a la 
sociedad

Brindar servicios 
en alianza con el 
Estado para 
aumentar las 
coberturas

Promover el 
cumplimiento de 
estándares de 
DDHH y salud

Fortalecer a una 
sociedad civil 
activa en las 
respuestas al 
VIH y la TB

Estrategias de 
pares, 
sensibilización a 
personal de 
salud y a la 
ciudadanía en 
general, 
promoción de la 
salud integral

De modo transversal: sistematizar las experiencias, difundirlas, continuar las buenas 
prácticas y transferirlas al Estado (gestión del conocimiento)

Servicios de 
consejería, 
pruebas y 
vinculación con 
servicios de 
salud

Cogestión de 
servicios en 
alianza con el 
Estado 
(municipalidades)

Incidencia para el 
establecimiento de 
políticas públicas en 
DDHH y salud, que 
incluyan la 
continuidad de 
estrategias exitosas 
financiadas por el 
Fondo Mundial, la 
vigilancia de la calidad 
y el alcance de los 
servicios públicos, el 
PPR e instrumentos 
de DDHH (PEM, 
PNDDHH, etc.)

Articulación 
entre los actores 
sociales del VIH 
y la TB, 
fortalecimiento 
de su 
participación en 
espacios con el 
Estado y 
afianzamiento 
de sus liderazgos 
y capacidades, 
en especial para 
el ejercicio de los 
tres roles 
anteriores

Mejora del 
entorno social

Aumento de las 
coberturas 
mediante el 
trabajo conjunto 
entre el Estado y 
la sociedad civil

Mejora de la 
oferta y de la 
calidad de los 
servicios

Aumento de las 
coberturas 
mediante el 
trabajo conjunto 
entre el Estado y 
la sociedad civil

Mejora de la calidad 
de los servicios de 
prevención, atención 
y tratamiento

Mejora de la calidad 
del gasto público

Mejora del nivel de 
cumplimiento de 
estándares en 
DDHH y salud

Existencia de un 
sujeto social que 
vigilará y 
promoverá la 
sostenibilidad de 
las iniciativas
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A partir de dicho análisis, el rol de la sociedad civil en el contexto de los procesos de transición puede 
definirse como un rol (1) de desarrollo de servicios de prevención, atención y tratamiento en alianza 
con el Estado para contribuir a ampliar las coberturas y mejorar la calidad y calidez de los servicios; (2) 
de vigilancia del cumplimiento de los estándares y compromisos del Estado peruano en materia de 
DDHH, VIH y TB; (3) de incidencia política, fundamentada en pruebas, en los distintos niveles y 
sectores del Estado para lograr una transición sostenible; y (4) de articulación de la sociedad civil del 
VIH y la TB para fortalecerse y contribuir de manera efectiva a mejorar la respuesta nacional a ambas 
epidemias. De modo transversal, se debe incorporar una perspectiva de gestión del conocimiento 
que permita identificar las buenas prácticas y lecciones aprendidas, así como su difusión y traslado al 
Estado.
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.
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²⁸ El enfoque de interseccionalidad entiende que la exclusión y las relaciones de poder entre sujetos y
    colectividades no son la mera suma de categorías de exclusión o privilegio —como el género, la orientación
    sexual, la etnia, entre otras—, sino la forma en la que estas actúan relacionándose entre sí en la experiencia
    de cada individuo y colectividad, y cómo terminan colocándolos en una posición específica de las relaciones
    de poder, subalternidad e incluso deshumanización. Así, este enfoque depende en gran medida de las
    complejidades de la experiencia de cada sujeto y plantea respuestas que aborden la exclusión centrándose
    en los diversos factores que la componen y agravan.
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

NECESIDADES DE ASISTENCIA TÉCNICA

Considerando el rol que la sociedad civil de las respuestas al VIH y la TB en el Perú aspira cumplir, los 
participantes del taller señalaron las siguientes necesidades de capacitación y asistencia técnica:

Para brindar servicios de prevención, diagnóstico y atención del VIH y la TB: •

Actualización periódica sobre la situación de las epidemias, recomendaciones 
internacionales y nuevos avances en prevención, atención y tratamiento.
Actualización en técnicas de consejería y apoyo entre pares.
Entrenamiento para el diseño y desarrollo de servicios de prevención, atención y 
tratamiento (prestación, reporte y supervisión), incluidas pasantías en experiencias en 
curso.

•

•
•

Para el fortalecimiento organizacional de la sociedad civil del VIH y la TB: •

Acompañamiento para el fortalecimiento de procesos organizativos comunitarios.
Capacitación en planeamiento estratégico y gestión organizacional.
Capacitación en estrategias innovadoras de movilización de recursos.
Capacitación en herramientas para el activismo: computación básica, uso de redes 
sociales, inglés (para permitir la participación efectiva en espacios internacionales de 
vigilancia e incidencia), entre otros.

•
•
•
•

Para la promoción y vigilancia del cumplimiento de estándares y compromisos en salud y 
derechos humanos asociados al VIH y la TB: 

•

Capacitación para la incorporación de los enfoques de derechos humanos, género, 
interculturalidad e interseccionalidad²⁸ en el trabajo de vigilancia e incidencia.
Capacitación para el monitoreo del PPR y otras herramientas de gestión pública.
Capacitación sobre mecanismos de participación ciudadana, con énfasis en 
presupuestos participativos y otros pertinentes.
Capacitación sobre compromisos en salud y derechos humanos del Estado, y sus 
mecanismos de seguimiento nacionales e internacionales.

•

•
•

•
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

PLAN DE ACCIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA 
UNA TRANSICIÓN SOSTENIBLE

Objetivos

El objetivo general del plan es:

OG. Contribuir a la continuidad y ampliación de las estrategias exitosas contra el VIH y la TB 
financiadas por los programas del Fondo Mundial en el país mediante su inclusión 
progresiva en los planes y presupuestos nacionales antes de 2021, y con la participación 
activa de la sociedad civil.

•

Resultados esperados

Los resultados esperados del plan son:

R1. Se fortalece la articulación de la sociedad civil del VIH y TB para una transición sostenible 
de ambas epidemias. El primer resultado esperado es el fortalecimiento de la articulación 
de los diversos actores de la sociedad civil (ONG y asociaciones académicas, religiosas, de 
poblaciones afectadas o vulnerables) involucrados en las respuestas a ambas epidemias 
para que construyan una mirada integral sobre ellas, se fortalezcan mutuamente y se 
vinculen a otros espacios de la sociedad civil en salud y derechos humanos que les permitan 
promover de manera más efectiva su agenda de incidencia a favor de una transición 
sostenible. Se plantea que, de modo concreto, esta articulación se dé a partir de la 
CONAMUSA como instancia ya legitimada que vincula a la sociedad civil con el Estado. Este 
resultado implicará también el fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en la 
CONAMUSA a nivel nacional y en las COREMUSA a nivel subnacional, en la línea de lo 
establecido en los PEM de ambas epidemias, así como en otros mecanismos de 
participación del sector salud, como el CNS. Este componente se evaluará sobre la base del 
número y tamaño de los actores organizacionales que participan activamente en el proceso 
rumbo a una transición sostenible.

•

Los objetivos específicos del plan son:

OE1. Fortalecer la articulación y las capacidades de la sociedad civil involucrada en las 
respuestas nacionales al VIH y la TB para una transición sostenible de ambas epidemias.
OE2. Promover la transferencia al Estado de estrategias exitosas contra el VIH y la TB 
financiadas hasta ahora por el Fondo Mundial.

•

•
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

R2. Se fortalecen las capacidades de la sociedad civil del VIH y la TB para diseñar, 
implementar y vigilar programas de prevención, diagnóstico, atención o entornos 
favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB, en alianza con el Estado. El 
segundo resultado esperado se orienta al desarrollo o fortalecimiento de las capacidades de 
los actores de la sociedad civil vinculados a las respuestas a ambas epidemias para que 
ejerzan de manera efectiva el nuevo rol que han identificado que deben tener en el marco 
de los procesos de transición. Así, el fortalecimiento de capacidades abarcará tres 
dimensiones: (1) para brindar servicios de prevención, atención y diagnóstico; (2) para 
promover y vigilar el cumplimiento de estándares y compromisos en salud y derechos 
humanos; y (3) para fortalecer su incidencia política de modo que puedan contribuir de 
forma efectiva a las otras dos dimensiones de su nuevo rol. Este resultado se evaluará sobre 
la base del número de iniciativas que la sociedad civil implemente en alianza con el Estado.
R3. El Estado asume y amplía estrategias exitosas de prevención, diagnóstico, atención o 
entornos favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB hasta ahora financiadas 
por programas del Fondo Mundial, con la participación activa de la sociedad civil. El tercer 
resultado esperado se relaciona directamente con la transferencia de las iniciativas que 
actualmente dependen de la cooperación internacional, en especial del Fondo Mundial, o 
que incluso se han descontinuado luego del financiamiento de este, a los programas y 
presupuestos públicos del Estado. Para ello, se promoverá un proceso de priorización desde 
la sociedad civil; un diálogo político con el Estado en su nivel nacional y sus niveles 
subnacionales para alinear criterios; y, finalmente, la incidencia para lograr la transición 
sostenible de dichos componentes. Este resultado se evaluará haciendo el seguimiento de 
qué porcentaje de estrategias priorizadas son continuadas o ampliadas por el Estado 
cuando ya no dependen de la cooperación internacional.

•

•

Actividades

Las actividades necesarias para el logro del resultado 1 son:

A1.1 Conformación y funcionamiento de un mecanismo de articulación de la sociedad civil 
del VIH y la TB vinculado a la CONAMUSA. Si bien una de las conquistas más valoradas por 
la sociedad civil es la constitución y continuidad de la CONAMUSA como espacio de 
articulación entre el Estado, la sociedad civil (comunidades afectadas y vulnerables, ONG, 
academia, entre otros) y las agencias de cooperación, también se ha referido que en los 
últimos años ha disminuido la cantidad de actores no estatales activamente 
comprometidos con el funcionamiento del espacio y que, además, no suele haber 
articulación ni estrategias conjuntas entre los actores vinculados a una epidemia y aquellos 
vinculados a las otras. Por ello, se propone que la CONAMUSA, a través de su 
Vicepresidencia, que según su Reglamento recae en la sociedad civil, realice una 
convocatoria abierta a todos los actores de la sociedad civil vinculados al VIH y la TB para 
que se conforme un mecanismo de articulación ciudadana que vaya incluso más allá de los 
que actualmente están representados en la Asamblea de CONAMUSA. 
Dicho mecanismo les posibilitaría a los actores de la sociedad civil una articulación de 
estrategias no solo para lograr la transición sostenible de la respuesta nacion epidemias sino 

•
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

también para fortalecer recíprocamente sus capacidades y para que la propia sociedad civil 
sea sostenible. Asimismo, permitiría ampliar de forma progresiva la calidad de la 
representación de la sociedad civil en la CONAMUSA. 

Para ello, la primera reunión de este espacio deberá delimitar claramente las reglas y 
responsabilidades asumidas por cada actor, tanto de Lima-Callao como de las demás 
regiones del país, tomando como base el presente plan de acción. Además, este espacio 
deberá tener reuniones periódicas de articulación y seguimiento de acuerdos.

A1.2 Encuentros de análisis de contexto y construcción de consensos políticos. La 
articulación de la sociedad civil implica no solo el diseño de estrategias de incidencia sobre 
el Estado en sus distintos niveles para que asuma progresivamente la continuidad y 
ampliación de las iniciativas exitosas financiadas por el Fondo Mundial o la operativización 
de los compromisos internacionales a los que está sujeto o de las políticas nacionales, 
también implica la producción de análisis detallados sobre el contexto, las oportunidades y 
riesgos que enfrentan, así como la construcción de consensos políticos entre los diversos 
actores sociales que la conforman con sus diferentes posicionamientos e intereses 
particulares. Por ello, se plantea el desarrollo de encuentros anuales para el análisis de 
contexto y la construcción de consensos políticos, primero a nivel regional y luego a nivel 
nacional, después de recoger los acuerdos alcanzados en los niveles subnacionales. 

•

A1.3 Seguimiento de la participación de la sociedad civil en la CONAMUSA y las 
COREMUSA, en el CNS y en otros espacios de articulación con el Estado. Se promoverá la 
participación activa de los diversos actores de la sociedad civil del VIH y la TB en los 
espacios estratégicos de articulación con el Estado relativos a estas epidemias en específico 
y a la salud y los derechos humanos en general. Para ello, se realizará un mapeo de los 

•

Estado actual: A lo largo de este proceso de diálogo, los actores de la sociedad civil han 
señalado la necesidad de que su representación en la CONAMUSA, en especial su 
Vicepresidencia, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva, lidere un proceso de 
autoconvocatoria del conjunto de actores de la sociedad civil. Sin embargo, aún no se 
han registrado avances en este sentido.

•

Estado actual: Diversos actores comunitarios de la sociedad civil (comunidades LGTBI, 
trabajadoras sexuales, personas que viven con el VIH, personas afectadas por la TB, 
entre otros) y profesionales (ONG) sostienen reuniones de articulación o análisis de 
contexto para tomar acuerdos de acción conjunta a nivel local, regional y nacional; sin 
embargo, estas se limitan a agendas concretas y a actores que forman parte de redes o 
espacios institucionales concretos, los mismos que suelen contar con recursos de la 
cooperación internacional. En el marco de los programas del Fondo Mundial, se 
realizaron encuentros de actores comunitarios para brindarles apoyo en sus procesos de 
elección de representantes en la CONAMUSA. 
Encuentros como los que se plantean —que articulen al conjunto de actores de la 
sociedad civil involucrados en las respuestas al VIH y la TB, y que se centren en la 
construcción de visiones compartidas y consensos políticos para la acción— no se han 
dado aún.

•
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

espacios existentes a nivel nacional, regional y local, y de los actores de la sociedad civil que 
participan en ellos. Sobre la base de esa información, se animará a los actores civiles aún no 
comprometidos con estos espacios a participar activamente según sus capacidades e 
intereses o a asesorar a otros actores para que así se fortalezcan de manera recíproca. 
También se motivará a los actores de sociedad civil a compartir periódicamente con sus 
pares los debates y acuerdos que se tomen en estos espacios, con lo que se fortalecerán los 
procesos de participación efectiva, de vigilancia ciudadana y de incidencia política. En 
cuanto a espacios de articulación de agendas amplias con el Estado —como es el caso del 
CNS, en el que la participación de actores no estatales es limitada—, se promoverá la 
articulación con representantes de gremios —como el médico— o las representaciones 
ciudadanas, como se prevé en la A1.4.

Estado actual: Los actores de la sociedad civil están representados en la CONAMUSA y 
en sus versiones regionales (las COREMUSA); sin embargo, no hay una estrategia 
conjunta de acción ni tampoco una coordinación de su participación en otros espacios 
relevantes de articulación con el Estado.

•

Estado actual: La participación de los actores ciudadanos de las respuestas al VIH y la TB 
en espacios con agendas que van más allá de estas epidemias se limita a muy pocos 
actores.

•

A1.4 Participación de la sociedad civil en espacios de articulación de agendas de salud o 
derechos humanos. La sociedad civil del VIH y la TB tiene una limitada vinculación a 
espacios de discusión y acción de agendas que van más allá de estas epidemias, y, en 
consecuencia, ambos problemas de salud —que son también la expresión de profundas 
desigualdades— tienen una visibilidad y un compromiso que se ven limitados por otros 
actores ciudadanos. Por ello, se propone motivar la participación de la sociedad civil del VIH 
y la TB en espacios de articulación más amplios de la sociedad civil, como la Mesa de 
Concertación de Lucha Contra la Pobreza, o en las articulaciones sociales que se dan a partir 
de las audiencias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, entre otras. De 
este modo, las agendas del VIH, la TB y los derechos humanos de las poblaciones más 
afectadas por estas epidemias tendrán más actores ciudadanos comprometidos, más 
visibilidad y más posibilidades de lograr una transición sostenible.

Las actividades necesarias para el logro del resultado 2 son:

•

A2.1 Diagnóstico situacional de la sociedad civil del VIH y la TB, y sus experiencias 
innovadoras en prevención, diagnóstico, atención o entornos favorables para gestionar 
medidas contra las epidemias. El primer paso para el desarrollo de servicios en alianza con 
el Estado será realizar un diagnóstico detallado de las capacidades instaladas en los diversos 
actores de la sociedad civil de cada región para la prevención, diagnóstico, atención o 
generación de entornos favorables para gestionar medidas contra las epidemias del VIH y 
la TB. Este diagnóstico incluirá un análisis de las experiencias desarrolladas por la sociedad 
civil, en especial de sus buenas prácticas y lecciones aprendidas. Respecto a las experiencias 
en VIH, se tendrán en cuenta las sistematizaciones y evidencias reportadas por el Centro 
Virtual de Gestión del Conocimiento en VIH (CVCC-VIH), plataforma alojada en el servidor 

•
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Riesgos

Los principales riesgos percibidos por los participantes estuvieron vinculados a la insuficiente 
voluntad política del Estado y de sus autoridades para dar continuidad y ampliar progresivamente las 
iniciativas dirigidas a comunidades insuficientemente atendidas frente al impacto de las epidemias 
del VIH y la TB en el país, sobre todo cuando sobre dichas comunidades pesan prejuicios y 
valoraciones sociales que han mellado históricamente su condición humana y ciudadana, como 
sucede con las personas y comunidades LTGBI, los pueblos indígenas, personas privadas de libertad, 
entre otras. Esto se expresaría en asignaciones presupuestales que no responden a los impactos 
diferenciados de las epidemias ni a las urgencias de intervención, en la no continuidad de las 
estrategias exitosas financiadas por programas del Fondo Mundial y en la poca apertura para trabajar 
articuladamente con organizaciones de la sociedad civil —en particular con las comunidades 
afectadas y vulnerables— en el diseño, implementación y seguimiento de iniciativas.

Otra situación mencionada reiteradamente es la desconfianza que existe entre las autoridades y 
representantes del Estado, y los miembros de la sociedad civil, lo que obstaculiza la posibilidad de 
experiencias colaborativas para expandir las coberturas de prevención, diagnóstico y atención. Los 
actores no estatales no solo no confían en la palabra de las autoridades, sino que perciben que estas 
prefieren no trabajar con la sociedad civil. Ante esta situación, la generación de vínculos de confianza 
y colaboración resulta imperativa para una transición exitosa.

En esa línea, actores de la sociedad civil señalan también la irregularidad de la participación de los 
representantes de sectores estatales distintos al sector salud en espacios de articulación como la 
CONAMUSA o la participación de representantes sin facultades suficientes para tomar decisiones de 
índole programática o financiera en sus respectivos sectores. Si bien se mencionaron casos concretos 
de tomadores de decisión con voluntad política para trabajar estas agendas —en especial en los 
niveles subnacionales (gobiernos regionales y locales)—, se hizo énfasis en su carácter excepcional y 
en la vulnerabilidad de la sostenibilidad de las acciones transferidas a estos niveles, que podrían no 
continuar en el futuro ante la multiplicidad de actores políticos que disputan estos gobiernos y ante 
los altos porcentajes de cambios que se dan de una elección a otra. 

También es un motivo de preocupación la débil institucionalidad del Estado peruano. Los 
participantes refieren que los cambios de gobierno y de ministra o ministro de salud suelen generar 
incertidumbre respecto a la continuidad y relevancia de las iniciativas contra estas epidemias. En vista 
de que el cese del financiamiento proveniente del Fondo Mundial puede poner en riesgo la 
continuidad de la CONAMUSA como espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, urge 
fortalecerla y visibilizar sus logros, así como renovar el compromiso político respecto a ella.

del Instituto Nacional de Salud (INS). En cuanto a las experiencias en TB, se le consultará al 
MINSA sobre los avances respecto al objetivo estratégico 5.6 del PEM TB, referido a la 
gestión del conocimiento de intervenciones exitosas. De esta manera, este diagnóstico 
permitirá identificar las necesidades específicas de fortalecimiento de capacidades de cada 
actor y, junto con la explicitación de los intereses y compromisos asumidos por cada uno, se 
podrán diseñar los programas de fortalecimiento de capacidades delineados en las 
actividades A2.2, A2.3 y A2.4, que están relacionadas de modo general con los temas 
mencionados por los actores no estatales que participaron en el taller “Diálogos Sociales”.

Estado actual: El INS cuenta con un CVCC-VIH, pero su alcance y su actividad son 
limitados en este momento. En el marco de este proceso, la Secretaría Ejecutiva de la 
CONAMUSA anunció que en los próximos meses realizará una sistematización de 
experiencias de la sociedad civil.

•

Actualización periódica sobre la situación de las epidemias, recomendaciones 
internacionales y nuevos avances en prevención, atención y tratamiento, 
fundamentalmente mediante programas de difusión virtual que permitan motivar el 
diálogo entre la academia, los operadores de ONG y los activistas comunitarios para 
promover así abordajes políticos y técnicos de las respuestas a las epidemias.
Actualización en técnicas de consejería y apoyo entre pares, basadas en los aprendizajes 
ya instalados en organizaciones de la sociedad civil, en especial de las comunidades 
afectadas y poblaciones vulnerables, mediante la formación de pares y programas de 
mentores.
Entrenamiento para el diseño y desarrollo de servicios de prevención, atención y 
tratamiento (prestación, reporte y supervisión), incluidas pasantías en experiencias en 
curso. Este, al ser el componente más novedoso del programa, requerirá el compromiso 
tanto del Estado (en su rol de ente rector) como de ONG nacionales e internacionales 
que hayan desarrollado experiencias exitosas en la materia, y de aquellas 
organizaciones cuyas capacidades instaladas y sus intereses les permitan desarrollar 
servicios innovadores en el futuro a corto y mediano plazo.

A2.2 Programa de fortalecimiento de capacidades para el desarrollo de servicios 
innovadores en prevención, diagnóstico y atención del VIH y la TB. El principal cambio en el 
rol de la sociedad civil frente a los procesos de transición que atraviesan ambas epidemias 
hace referencia al desarrollo de servicios innovadores en alianza con el Estado en los ciclos 
de prevención, diagnóstico y atención médica. Si bien ya existen antecedentes de 
organizaciones comunitarias vinculadas a programas de educación de pares para la 
prevención y a programas de consejería a pacientes, así como de ONG que brindan 
atención médica y distribución y monitoreo de tratamientos, estas experiencias han sido 
aisladas y los aprendizajes obtenidos a partir de ellas constituyen bienes institucionales que 
aún no han sido trasladados al conjunto de actores de la sociedad civil. Por ello, y a partir del 
diagnóstico de capacidades y compromisos de cada actor de la sociedad civil, se 
desarrollará un programa orientado a desarrollar o fortalecer los conocimientos sobre lo 
siguiente:

•
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Estado actual: No se han realizado experiencias de este tipo de modo masivo en el país. 
Las iniciativas de investigación o servicios de ONG han sido capacitaciones a sus socios 
comunitarios con programas de pares y de diagnóstico del VIH mediante pruebas 
rápidas.

•

Estado actual: En el marco de los programas anteriores del Fondo Mundial y de otras 
agencias de cooperación, se han realizado capacitaciones sobre incidencia política y 
vigilancia ciudadana; sin embargo, las experiencias con herramientas de gestión del 
Estado han sido muy limitadas. 

•

A2.3 Programa de fortalecimiento de capacidades en promoción y vigilancia del 
cumplimiento de estándares y compromisos en salud y derechos humanos asociados al 
VIH y la TB. La tarea más ampliamente desarrollada por la sociedad civil está relacionada 
con la vigilancia ciudadana y la incidencia política para mejorar las respuestas nacionales a 
ambas epidemias y a favor de los derechos humanos. Sin embargo, los cambios en la 
gestión del Estado (el proceso de descentralización, el desarrollo de instrumentos como los 
planes concertados de desarrollo, los presupuestos participativos y el PPR, entre otros) y el 
desarrollo de mecanismos internacionales de vigilancia de compromisos nacionales (como 
el Examen Periódico Universal en Derechos Humanos de las Naciones Unidas o las 
audiencias periódicas del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, entre otros) han 
hecho más complejos los procesos de vigilancia e incidencia, y exigen el desarrollo de 
capacidades cada vez más especializadas. Por ello, a partir del diagnóstico de capacidades 
(A2.1) y de la explicitación de los intereses de cada actor de la sociedad civil, se prevé el 
desarrollo de un programa de fortalecimiento de capacidades de actores comunitarios que 
aborde los siguientes temas:

•

A2.4 Programa de fortalecimiento organizacional de la sociedad civil del VIH y la TB. Un 
requisito fundamental para el éxito de estrategias de vigilancia, incidencia y desarrollo de 
servicios basados en la sociedad civil es la existencia, el progresivo fortalecimiento y el 
protagonismo de las comunidades afectadas y de las poblaciones en mayor situación de 
vulnerabilidad frente a estas epidemias. Si bien el apoyo a sus organizaciones ha sido una 

•

Capacitación para la incorporación de los enfoques de derechos humanos, género, 
interculturalidad e interseccionalidad²⁹ en el trabajo de vigilancia e incidencia.
Capacitación para el monitoreo del PPR y otras herramientas de gestión pública.
Capacitación sobre mecanismos de participación ciudadana, con énfasis en 
presupuestos participativos y otros pertinentes.
Capacitación sobre compromisos en salud y derechos humanos del Estado, y sus 
mecanismos de seguimiento nacionales e internacionales.

²⁹ El enfoque de interseccionalidad entiende que la exclusión y las relaciones de poder entre sujetos y
    colectividades no son la mera suma de categorías de exclusión o privilegio —como el género, la orientación
    sexual, la etnia, entre otras—, sino la forma en la que estas actúan relacionándose entre sí en la experiencia
    de cada individuo y colectividad, y cómo terminan colocándolos en una posición específica de las relaciones
    de poder, subalternidad e incluso deshumanización. Así, este enfoque depende en gran medida de las
    complejidades de la experiencia de cada sujeto y plantea respuestas que aborden la exclusión centrándose
    en los diversos factores que la componen y agravan.
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constante en las diversas iniciativas del Fondo Mundial en el país, estas son aún 
heterogéneas y registran múltiples necesidades de fortalecimiento, ya sea por el impacto 
de las condiciones de exclusión que no han facilitado su consolidación, por el surgimiento 
de nuevos actores o por los procesos de renovación de liderazgos sin una adecuada 
transferencia de experiencias y capacidades entre una generación activista y otra. Por ello, 
a partir de los hallazgos del diagnóstico (A2.1) y de conformidad con los componentes de 
fortalecimiento comunitario ya previstos en las notas conceptuales en implementación, se 
prevé el desarrollo de procesos orientados a lo siguiente:

Acompañamiento para el fortalecimiento de procesos organizativos comunitarios, 
mediante servicios de asistencia técnica y programas de mentores que permitan la 
renovación o consolidación de liderazgos democráticos, una mayor capacidad de 
legitimidad social, su articulación con otros actores, etc.
Capacitación en planeamiento estratégico y gestión organizacional.
Capacitación en estrategias innovadoras de movilización de recursos, con énfasis en los 
mecanismos de alianza entre el Estado y la sociedad civil previstos en el marco 
normativo nacional.
Capacitación en herramientas para el activismo: computación básica, uso de redes 
sociales, inglés (para permitir la participación efectiva en espacios internacionales de 
vigilancia e incidencia), entre otros.

Estado actual: En el marco de los programas anteriores del Fondo Mundial y de otras 
agencias de cooperación, se han realizado capacitaciones y se han establecido 
espacios de coordinación para la formación o fortalecimiento de grupos comunitarios 
y redes; sin embargo, en muchos casos su alcance se ha desvanecido en el tiempo, ya 
que los grupos comunitarios dependen del uso del tiempo libre y voluntario de sus 
miembros, lo que conlleva a un alto nivel de cambio de liderazgos y a una gran 
debilidad institucional que impide que perduren en el tiempo. Actualmente no hay 
iniciativas en curso en esta línea de trabajo.

•

Estado actual: No existen iniciativas de este tipo en marcha.•

A2.5 Asistencia técnica para el desarrollo de iniciativas innovadoras de servicios gestionados 
por la sociedad civil, en alianza con el Estado. Los procesos de diagnóstico (A2.1) y de 
fortalecimiento de capacidades (A2.2, A2.3 y A2.4) tienen por objeto que los actores de la 
sociedad civil desarrollen servicios innovadores en alianza con el Estado para mejorar la 
prevención, el diagnóstico y el tratamiento del VIH y la TB, de manera que puedan ser 
financiados con fondos públicos mediante presupuestos participativos que permitan 
validar estrategias, mediante la instalación de Comunidades Locales de Administración en 
Salud (CLAS) o mediante el Programa Presupuestal VIH-TB (PPR). Según esta perspectiva, 
luego del proceso de capacitación habrá un acompañamiento especializado para el diseño, 
la implementación y la posterior sistematización de estas experiencias. 

•
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Las actividades necesarias para el logro del resultado 3 son:

A3.1 Análisis de las experiencias exitosas de programas del Fondo Mundial, su continuidad o 
no, y las causas que facilitaron o dificultaron su sostenibilidad. El Perú es uno de los países 
que más subvenciones del Fondo ha recibido; sin embargo, los componentes que han 
logrado continuar y ampliarse luego del financiamiento de la cooperación ha sido limitado. 
Por ello, se emprenderá un proceso de identificación y análisis de las experiencias exitosas 
contra el VIH y la TB que se han desarrollado para saber si se transfirieron o no al Estado (o 
en qué medida se transfirieron) y cuáles fueron los factores que permitieron o dificultaron 
el resultado. El documento resultante permitirá tener una mirada crítica de las experiencias 
pasadas y diseñar una estrategia de incidencia para una transición sostenible.

•

A3.2 Reunión técnica de priorización de estrategias y alineamiento entre el Estado y la 
sociedad civil rumbo a una transición sostenible. Se promoverá un debate técnico y político 
entre las autoridades del sector salud y la sociedad civil del VIH y la TB que buscará el 
desarrollo de un consenso nacional sobre las estrategias que deben implementarse con 
mayor urgencia o que deben continuarse o ampliarse para aumentar las coberturas de 
diagnóstico, atención y tratamiento. A partir de dicha priorización, se encargará a una 
comisión nacional el diseño de una estrategia de incidencia multinivel y multisectorial.

•

A3.3 Diseño e implementación de estrategias de incidencia nacionales y subnacionales para 
la transferencia y para la continuidad o ampliación de iniciativas hasta ahora financiadas por 
el Fondo Mundial. Una comisión nacional compuesta por expertos de ONG, instituciones 
académicas y comunitarias, así como por las coordinadoras de las estrategias nacionales 
contra el VIH y la TB del MINSA, desarrollará un plan nacional de incidencia que busque la 
transferencia y la continuidad o ampliación de iniciativas exitosas hasta ahora financiadas 
por el Fondo Mundial. Asimismo, en coordinación con esta comisión, comisiones 
subnacionales desarrollarán planes que enlacen los procesos nacionales con los locales. De 
este modo, se buscará la institucionalización de la transición sostenible. Para el monitoreo 
de este componente, se elaborarán informes periódicos de avances y se realizarán 
reuniones de articulación.

•

Estado actual: En el marco de las intervenciones del Fondo Mundial, se han realizado 
sistematizaciones y se han producido evidencias de estrategias exitosas para su 
transferencia; sin embargo, las autoridades gubernamentales no las han tomado en 
cuenta. Cabe mencionar aquí que dichas experiencias no han incorporado un análisis 
de viabilidad política de la transferencia y sostenibilidad de esas iniciativas. En el 
marco de este proceso, la Secretaría Ejecutiva de la CONAMUSA anunció que en los 
próximos meses realizará una sistematización de experiencias de sostenibilidad de la 
sociedad civil.

•

Estado actual: No se han identificado iniciativas en este sentido en curso.•

Estado actual: Se han identificado debates aislados promovidos por actores de la 
sociedad civil respecto a la continuidad de estrategias exitosas realizadas en el marco 
de programas previos del Fondo Mundial; sin embargo, no se cuenta con una 
estrategia concertada por los diversos actores sociales de las respuestas al VIH y la TB, 
ni mucho menos en coordinación con el Estado.

•
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Indicadores para la evaluación de logros y progresos

Los indicadores para evaluar el logro de los resultados son:

Mecanismo de implementación

Para la implementación de este plan, los representantes de organizaciones de la sociedad civil que 
participaron en el proceso señalaron la necesidad de conformar un mecanismo de coordinación que 
permita una mayor vinculación de los actores comprometidos con las epidemias del VIH y la TB, de 
modo que integren sus agendas, intercambien sus aprendizajes y contribuyan a fortalecer los 
mecanismos de participación ad hoc: la CONAMUSA y sus versiones regionales, que son las 
COREMUSA. Asimismo, identificaron la necesidad de vincularse a espacios de coordinación y 
articulación para actores de la sociedad civil o para la sociedad civil y el Estado en agendas en salud y 
derechos humanos. 

Los actores de la sociedad civil durante el foro de presentación del presente reporte y el plan se 
mencionó que este esfuerzo no debe desligarse del funcionamiento y fortalecimiento de la 
CONAMUSA, que no solo es el MCP para los programas del Fondo Mundial en el Perú, sino que 
también es el espacio de discusión de políticas públicas sobre el VIH y la TB entre los distintos actores 
de las respuestas nacionales. Por ello, se recomendó que la CONAMUSA impulse dicho espacio de 
articulación de la sociedad civil con mayor fuerza y más allá de las organizaciones y redes 
representadas actualmente en su Asamblea. Los participantes en dicho espacio pueden reunirse de 
forma periódica para dividir las tareas señaladas en el presente documento según sus capacidades y 
experiencias, para movilizar recursos públicos y privados para financiarlas, y para dar seguimiento a 
los progresos realizados. Además, los representantes de la sociedad civil en la CONAMUSA tendrían 
el encargo de motivar que este plan se vincule activamente a las actuales subvenciones del Fondo 
Mundial y a sus planes de sostenibilidad y transferencia.

R1. Número y tamaño de organizaciones de la sociedad civil (ONG y organizaciones 
académicas, religiosas, de poblaciones afectadas o vulnerables) que participan de manera 
articulada en acciones para una transición sostenible de las epidemias del VIH y la TB.

R2. Número y dimensión de iniciativas de prevención, diagnóstico, atención o entornos 
favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB que la sociedad civil implementa en 
alianza con el Estado.

R3. Porcentaje de estrategias exitosas de prevención, diagnóstico, atención o entornos 
favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB hasta ahora financiadas por el 
Fondo Mundial y priorizadas por la sociedad civil que el Estado asume o amplía 
progresivamente.

•

•

•
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Mecanismos de financiamiento

Si bien el presente plan de acción será uno de los insumos de la CONAMUSA para el diseño y la 
negociación de sus próximas y finales subvenciones provenientes del Fondo Mundial, un factor 
importante para su éxito es garantizar que dependa de forma mínima del financiamiento de la 
cooperación internacional. En ese sentido, se propone una rápida revisión de otras fuentes de 
financiamiento para su desarrollo, entre las cuales destacan las siguientes:

Autogestión. El tejido de la sociedad civil del VIH y la TB cuenta con capacidades y 
experiencias heterogéneas, lo que puede ser una oportunidad para su desarrollo y 
fortalecimiento. Se plantea un mapeo de la sociedad civil, un diagnóstico situacional y una 
sistematización de experiencias desarrolladas de modo que el programa de fortalecimiento 
de capacidades tenga como base aquellas ya instaladas en su propio tejido y promueva la 
formación entre pares, el intercambio de experiencias y la asistencia entre organizaciones 
que puedan satisfacer mutuamente sus necesidades y requerimientos. También se apelará 
a la motivación de cada actor comunitario para su autoformación y actualización mediante 
las herramientas disponibles de manera gratuita en internet.

Alianzas con el Estado. No solo se pretende que el Estado asuma la continuidad y 
ampliación de las intervenciones exitosas desarrolladas hasta ahora con apoyo del Fondo 
Mundial, sino que además se desarrollen servicios innovadores de prevención, diagnóstico, 
tratamiento o entornos favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB mediante 
alianzas entre el Estado y la sociedad civil. Para ello, se han identificado los siguientes 
posibles mecanismos:

•

Otros mecanismos de financiamiento, como las alianzas con empresas privadas para el 
financiamiento de acciones de organizaciones de la sociedad civil como parte de la 
responsabilidad social empresarial o los aportes de personas particulares tras apelar a su 
compromiso y conciencia ciudadana. 

•

•

Presupuestos participativos por resultados elaborados anualmente por los gobiernos 
regionales y locales en un proceso abierto con otras organizaciones públicas y 
privadas, incluidas las organizaciones de la sociedad civil debidamente acreditadas, 
para avanzar en el logro de los objetivos y metas planteados en el Plan de Desarrollo 
Concertado vigente, un instrumento que también se construye de modo participativo.

Cogestión y participación ciudadana en salud mediante asociaciones civiles sin fines 
de lucro denominadas Comunidades Locales de Administración en Salud (CLAS), que, 
mediante convenios de cogestión, administran centros de salud y sus recursos según 
planes locales previamente acordados. Estos mecanismos cuentan además con su 
propio Sistema de Vigilancia Comunal (CIVICOS).

•

•
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Considerando estas posibles fuentes de financiamiento, se considera que el desarrollo de las 
iniciativas de prevención, diagnóstico, atención y entornos favorables para gestionar medidas contra 
el VIH y la TB desde la sociedad civil debe impulsarse en alianza con el Estado en su nivel central y 
sus niveles subnacionales, y que se debe financiar mediante proyectos de presupuestos 
participativos, mecanismos de asociación como los CLAS o incluso mediante el Programa 
Presupuestal VIH-TB (PPR). 

El desarrollo y fortalecimiento de capacidades de la sociedad civil para el desarrollo de estas 
iniciativas debería financiarse tanto mediante los presupuestos públicos como mediante la 
colaboración de agentes privados (ya sean empresas, como acciones de responsabilidad social 
empresarial, o ciudadanos que aporten de forma voluntaria) y finalmente también mediante la 
autogestión, como puede ser la formación de pares y las réplicas y servicios de asistencia técnica 
entre actores de la sociedad civil con capacidades complementarias. No obstante, es importante 
tener en cuenta las limitaciones de la autogestión, toda vez que, si bien las organizaciones 
comunitarias se basan en el trabajo voluntario de sus integrantes, las ONG y organizaciones 
académicas han sufrido importantes reducciones de financiamiento como producto de los cambios 
de las tendencias de la cooperación. En diversas partes se dan intensos debates respecto a si la 
sociedad civil debe vender o no sus servicios especializados al Estado, así como respecto a los retos 
que esto plantea para mantener su independencia y autonomía para vigilar el cumplimiento de los 
deberes estatales.

Respecto a la incidencia para la sostenibilidad, es probable que, en sus procesos de transición, este 
componente deba sostenerse fundamentalmente en el trabajo voluntario o de autogestión de la 
sociedad civil y en el soporte de la cooperación internacional (del Fondo Mundial y otras agencias).
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Plan operativo propuesto

A partir de lo discutido en el taller “Diálogos Sociales” y en la presentación de los resultados 
obtenidos, se propone el siguiente plan operativo en semestres, el mismo que los actores de sociedad 
civil que asuman su implementación deberán revisar y corregir para luego asignar responsabilidades 
para cada línea de acción y definir las estrategias de movilización de recursos para cada componente.

A2.1 Diagnóstico 
situacional de la sociedad 
civil del VIH y la TB, y sus 
experiencias innovadoras 
en prevención, 
diagnóstico, atención o 
entornos favorables para 
gestionar medidas contra 
las epidemias

R2. Se fortalecen las capacidades de la sociedad civil del VIH y la TB para diseñar, implementar y vigilar 
programas de prevención, diagnóstico, atención o entornos favorables para gestionar medidas contra el 
VIH y la TB, en alianza con el Estado

Periodo

Actividades 2017

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

2018 2019 2020 2021

R1. Se fortalece la articulación de la sociedad civil del VIH y la TB para una transición sostenible de 
ambas epidemias.

A1.1 Conformación y 
funcionamiento de un 
mecanismo de articulación 
de la sociedad civil del VIH 
y la TB vinculado a la 
CONAMUSA

A1.2 Encuentros de 
análisis de contexto y 
construcción de 
consensos políticos

A1.3 Seguimiento de la 
participación de la 
sociedad civil en la 
CONAMUSA y las 
COREMUSA, en el CNS y 
en otros espacios de 
articulación con el Estado

A1.4 Participación de la 
sociedad civil en espacios 
de articulación de agendas 
de salud o derechos 
humanos
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Periodo

2017

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

Ene -
Jun

Jul -
Ago

2018 2019 2020 2021

A2.2 Programa de 
fortalecimiento de 
capacidades para el 
desarrollo de servicios 
innovadores en 
prevención, diagnóstico y 
atención del VIH y la TB

A2.3 Programa de 
fortalecimiento de 
capacidades en 
promoción y vigilancia del 
cumplimiento de 
estándares y 
compromisos en salud y 
derechos humanos

A2.4 Programa de 
fortalecimiento 
organizacional de la sociedad 
civil del VIH y la TB

A3.1 Análisis de las 
experiencias exitosas de 
programas del Fondo 
Mundial, su continuidad o 
no, y las causas que 
facilitaron o dificultaron su 
sostenibilidad

A3.2 Reunión técnica de 
priorización de estrategias 
y alineamiento entre el 
Estado y la sociedad civil 
rumbo a una transición 
sostenible

A3.3 Diseño e 
implementación de 
estrategias de incidencia 
nacionales y 
subnacionales para la 
transferencia y la 
continuidad o ampliación 
de intervenciones hasta 
ahora financiadas por el 
Fondo Mundial

A2.5 Asistencia técnica 
para el desarrollo de 
iniciativas innovadoras de 
servicios de la sociedad 
civil, en alianza con el 
Estado

R3. El Estado asume y amplía estrategias exitosas de prevención, diagnóstico, atención o entornos 
favorables para gestionar medidas contra el VIH y la TB hasta ahora financiadas por programas del 
Fondo Mundial, con la participación activa de la sociedad civil
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Incorporación del plan de acción en los planes de transición del país

Si bien este plan constituirá uno de los insumos de la CONAMUSA para el diseño de su plan de transi-
ción, es importante señalar que los PEM vigentes para ambas epidemias ya incluyen lineamientos en 
los que se pueden identificar objetivos, resultados y actividades como los aquí planteados, con lo cual 
esta es una oportunidad para su operativización (vea el Anexo 3).

El principal desafío será motivar el compromiso político desde el Estado, toda vez que la percepción 
predominante en la sociedad civil participante es de desconfianza respecto al aparato estatal, acom-
pañada de una percepción de desinterés en el trabajo conjunto por parte de los funcionarios públicos.
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ANEXOS

Anexo 1. Participantes en el proceso

Expertos entrevistados

Taller nacional “Diálogos sociales”
Lima, 26 y 27 de junio de 2017 

Leonid Lecca, Director General de Socios en Salud, Sucursal Perú
Patricia Bracamonte, Oficial de Información Estratégica de ONUSIDA 
Robinson Cabello, ex Vicepresidente de la CONAMUSA
Virginia Baffigo, ex Coordinadora del Receptor Principal de las subvenciones de las Rondas 2, 5 y 
6 del Fondo Mundial en el Perú

•
•
•
•

Alberto Stella, ONUSIDA
Alex García, DISAM
Angela Villón, Movimiento de Trabajadoras 
Sexuales del Perú
Azucena Rodríguez, REDTRASEX Perú
Cecilio Sangama, ADEPAT Loreto
César Chacón, ASPAT
Clauco Velásquez, CHERL
Claudia Prudencio, Jóvenes cambiando VIHdas
Elsa Julca, ODT Renacer con la Salud
Fernando Cisneros, INPPARES
Gabriela Mariño, Ángel Azul
Guido Mamueni, Jóvenes cambiando VIHdas
Guiselly Flores, RPM+
John Chuctaya, Jóvenes cambiando VIHdas
José Luis Sebastian, AHF Perú
Julio César Cruz, PROSA/SR Costa VIH
Lídice López, AIS
Luz Bustillos, PROSA

•
•
•

•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•

Luz Estrada, ASET Comas
Manuel Forno, UPCH/ÚNICXS
Melecio Mayta, ASPAT Perú 
Mila Huamán, soporte logístico
Nadya Bravo, AHF Perú
Nilda Altamirano, SR Costa VIH
Óscar Ramírez, Socios en Salud
Patricia Bracamonte, ONUSIDA
Pilar Montalvo, GTIIVS
Rafael Rosas, CONAMUSA
Raúl Cabrera, Jóvenes cambiando VIHdas
Rocío Valverde, CONAMUSA
Rosa Inés Béjar, Vía Libre
Sandra Cárdenas, Red Sida
Sandy Ruiz, Red Trans
Segundo Chamorro, ACIPSAVITB
Teresa Ayala, CONAMUSA
Willy Julca, Renacer con la Salud
Ximena Salazar, UPCH

•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
•
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Comisión de plan de acción
Lima, 4 de julio de 2017

Fernando Cisneros, INPPARES 
Melecio Mayta, ASPAT Perú 
Patricia Bracamonte, ONUSIDA

•
•
•

Rocío Valverde, CONAMUSA
Willy Julca, Renacer con la Salud

•
•

Presentación pública de resultados del proceso
Lima, 18 de julio de 2017 

Alberto Stella, ONUSIDA
Diana Ramos, ASPAT Perú
Edgar Muro, Red Trans
Elsa Julca, OAT Renacer
Fernando Chujutalli, MPVV
Julia Campos, Red Sida Perú
Julio Rondinel, Cefiro
Luz Estrada, ASET Conas
Miluska Luzquiños, Pathfinder

•
•
•
•
•
•
•
•
•

Nilda Altamirano, SRC
Paola Álvarez, CONAMUSA
Pilar Montalvo, GTIIVS
Rafael Rosas, CONAMUSA
Rocío Valverde, CONAMUSA
Sara Mendoza, APROPO
Tomás Sinchi, ITSC
Ximena Salazar, UPCH

•
•
•
•
•
•
•
•
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Anexo 2. Encuestas de percepciones

Antes de iniciar el taller “Diálogos sociales” y después de que este concluyera se les solicitó a los 
participantes llenar una encuesta sobre sus percepciones respecto a los procesos de transición de las 
epidemias del VIH y la TB en el país, así como respecto al rol que le compete a la sociedad civil en 
dicho contexto.

Los principales cambios percibidos tienen que ver con el acceso al tratamiento para ambas 
infecciones con los recursos de las primeras rondas del Fondo Mundial y con la institucionalización de 
espacios de articulación entre el Estado y la sociedad civil, como la CONAMUSA y las COREMUSA. 
También resaltan los nuevos marcos de gestión del Estado, como los PPR y los presupuestos 
participativos, así como el aumento del financiamiento público y la reducción progresiva de la 
cooperación. No obstante, se percibe además que el fortalecimiento y las acciones de la sociedad civil 
siguen siendo altamente dependientes de la cooperación, y que el Estado aún no asume 
componentes específicos de tratamientos como el de la TB XDR.

Se perciben como oportunidades los cambios en la gestión del Estado, la existencia de los espacios 
de articulación con la sociedad civil y el hecho de que aún haya notas conceptuales en marcha con 
soporte del Fondo Mundial que incluyen el fortalecimiento de la sociedad civil. Entre los desafíos se 
mencionaron la articulación entre las sociedades civiles de ambas epidemias y la vinculación con las 
ONG que han reducido su participación activa en las respuestas a las epidemias. También se señaló 
como elemento delicado la voluntad política de los actores estatales no solo para dar continuidad a 
las iniciativas exitosas contra el VIH y la TB, sino también para trabajar concertadamente con la 
sociedad civil. Otro elemento que algunos actores indicaron se vincula a “desmedicalizar” las 
respuestas a las epidemias, es decir, abordarlas de modo integral, con un enfoque de derechos 
humanos y vulnerabilidad social, e incorporando también conocimientos culturalmente apropiados, 
en especial en el trabajo con pueblos indígenas.

Respecto a los puntos tratados que se consideraron más útiles resaltan: el debate sobre el rol de la 
sociedad civil frente a los procesos de transición; la necesidad de conocer el PPR y otros instrumentos 
de gestión pública; la necesidad de identificar recursos para financiar no solo la continuidad de las 
respuestas, sino también el funcionamiento de la sociedad civil; y la necesidad de abordajes integrales 
de las epidemias.
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Encuesta al inicio del taller
Percepciones

exploradas Encuesta al término del taller

Principales
cambios en

las epidemias

Componentes
de las

respuestas
altamente

dependientes de
la cooperación

Acciones
que puede

tomar la
sociedad civil

para contribuir a
la sostenibilidad

Acceso al tratamiento y su continuidad 
por parte del Estado (12)
Participación de la sociedad civil en las 
respuestas y en espacios 
multisectoriales (5)
Fortalecimiento del diagnóstico, en 
especial de la TB (5)
Epidemias estabilizadas (4)
Fortalecimiento de algunos actores de 
la sociedad civil (2)
Establecimiento de marcos normativos 
contra las epidemias (2)
Reducción de presupuestos y no 
continuidad de intervenciones del 
Fondo Mundial (2)
Falta de coordinación entre el Estado y 
la sociedad civil (1)
Aparición de resistencia a 
medicamentos (1)
Articulación TB-VIH (1)

Acceso a prevención, diagnóstico y 
tratamiento (13)
Participación de la sociedad civil en 
espacios multisectoriales y 
empoderamiento comunitario (5)
Nuevos marcos normativos y de 
gestión del Estado (4)
Aumento del financiamiento público (2)
Visibilidad de las epidemias y 
sensibilización social (2)
Disminución de recursos (1)
Focalización en prevención en 
poblaciones clave (1)
Epidemias más jóvenes (1)

Fortalecimiento/funcionamiento de 
organizaciones comunitarias y de la 
sociedad civil (10)
Atención integral, acceso a 
tratamientos especializados de la TB 
MDR/TB XDR, enfermedades 
oportunistas (5)
Estrategias de pares para la prevención 
(3)
Tratamiento antirretroviral (1)
Intervenciones focalizadas en pueblos 
indígenas (1)
Vigilancia centinela (1)
Recursos humanos especializados en la 
TB XDR (1)
Sostenibilidad de la CONAMUSA (1)

Fortalecimiento/funcionamiento de 
organizaciones comunitarias y de la 
sociedad civil, incluido el 
fortalecimiento de capacidades (8)
Vigilancia ciudadana (2)
Prevención y tratamiento (2)
Elaboración del PEM (1)
Estigma y discriminación (1)
Apoyo psicológico para personas que 
viven con el VIH (1)
Vigilancia centinela (1)
Equipamiento médico (1)

Incidencia en el Estado, sobre todo en 
gobiernos locales, para lograr la 
sostenibilidad financiera (11)
Mayor articulación (5)
Vigilancia de presupuestos públicos (3)
Incidencia en empresas privadas para 
que su involucramiento sea parte de su 
responsabilidad social (1)
Promover lineamientos de políticas 
para la sostenibilidad (1)

Fortalecer la articulación entre la 
sociedad civil del VIH y la TB, y 
sectores (5)
Incidencia en el Estado para lograr la 
sostenibilidad financiera (4)
Vigilancia (2)
Fortalecimiento de capacidades entre 
organizaciones de la sociedad civil (2)
Brindar servicios desde la sociedad civil 
(1)
Consensuar una agenda común (1)
Gestionar fondos de la cooperación (1)
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Encuesta al inicio del taller Encuesta al término del taller

Principales
oportunidades

para una
contribución

efectiva
de la

sociedad civil

Principales
desafíos para

una
contribución
efectiva de la
sociedad civil

Puntos de
discusión
más útiles

Apoyo del Fondo Mundial para el 
fortalecimiento de capacidades e 
incidencia para lograr la sostenibilidad 
(9)
Gestión del conocimiento: 
identificación e intercambio de 
lecciones aprendidas (6)
Articulación de la sociedad civil para 
preparar propuestas de sostenibilidad 
(5)
Gestión por resultados en el Estado: 
PPR y planes concertados de desarrollo 
(4)
Existencia de espacios de articulación 
entre el Estado y la sociedad civil, 
como la CONAMUSA y las COREMUSA 
(3)
Existencia de una sociedad civil 
empoderada (3)
Ley de transparencia (1)
Voluntad política de los sectores (1)

Cambios en la gestión estatal: reforma 
del sector, PPR, PEM y 
descentralización (8)
Existencia de una sociedad civil 
empoderada y con experiencia (4)
Notas conceptuales que incluyen el 
fortalecimiento de la sociedad civil y de 
sus capacidades (4)
Voluntad política de las autoridades y 
compromisos asumidos por estas (2)

Articulación entre los actores de la 
sociedad civil y entre ellos y el Estado 
(8)
Fortalecer el activismo ciudadano y su 
capacidad de representación e 
incidencia (8)
Apertura del Estado al diálogo y 
cumplimiento de sus compromisos con 
la sociedad civil (7)
Recursos financieros limitados y retiro 
de la cooperación (4)
Manejo de herramientas de gestión del 
Estado desde la sociedad civil (2)
Acceso a información actualizada (1)

Articulación entre los actores de la 
sociedad civil del VIH y la TB, y con 
otros espacios de la sociedad civil no 
vinculados a estas epidemias (10)
Vigilancia de los instrumentos de 
gestión del Estado (4)
Búsqueda de financiamiento para el 
funcionamiento de la sociedad civil (3)
Compromiso y rotación de las 
autoridades estatales (3)
Replantear estrategias, entre ellas el rol 
de la sociedad civil y la 
“desmedicalización” de las epidemias 
(2)
Promover la participación de ONG (1)

No aplica Rol de la sociedad civil y sus 
experiencias contra el VIH y la TB (12)
PPR (3)
Movilización de recursos para lograr la 
sostenibilidad (3)
Medicamentos: problemas de patentes, 
limitaciones en cuanto a su 
disponibilidad/acceso (2)
Enfoque basado en los derechos 
humanos (1)
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Anexo 3: Extracto de los Planes Estratégicos Multisectoriales del VIH y la TB cuyos 
componentes se asemejan a los del plan de acción propuesto

Estrategia 3.1: Desarrollar protocolos y estrategias de atención diferenciadas para adecuar los 
servicios de salud a las necesidades de las poblaciones clave y vulnerables.

Actividad 3.1.4: Mejorar las competencias de vigilancia e incidencia relacionadas al estigma 
y discriminación contra personas con VIH, poblaciones clave y vulnerables, con la 
colaboración de ONG especializadas y de los sectores MIMP, MINSA y MINEDU.

•

PEM VIH 2015-2019

Estrategia 4.2: Fortalecer las organizaciones comunitarias para su participación en los espacios 
de toma de decisiones

Actividad 4.2.1: Mejorar las competencias de gestión y abogacía en las organizaciones 
comunitarias, así como fortalecer nuevos liderazgos a su interior.
Actividad 4.2.2: Implementar acciones articuladas entre la comunidad, la sociedad civil y 
el Estado.
Actividad 4.2.3: Desarrollar mecanismos de vigilancia desde la sociedad civil al proceso de 
ejecución programática, presupuestal y normativo.

•

•

•

Estrategia 4.3: Articular las acciones del Estado, sociedad civil, organizaciones comunitarias y 
sector privado para potenciar la respuesta nacional al VIH 

Actividad 4.3.1: Fortalecer el espacio multisectorial de CONAMUSA como instancia 
consultiva y de movilización de recursos para la respuesta nacional en VIH, TB, Malaria 
recogiendo la experiencia de aprendizaje de otros espacios similares.
Actividad 4.3.2: Fortalecer el Consejo Empresarial Peruano generando alianzas con el 
sector privado empresarial para su involucramiento en la respuesta al VIH sida.
Actividad 4.3.3: Estrechar el trabajo colaborativo entre la sociedad académica y el sector 
público para que las estrategias de respuesta a las ITS y VIH tengan mayor base en la 
evidencia disponible.

•

•

•

Estrategia 4.4: Identificar experiencias exitosas de prevención en ITS desde la sociedad civil e 
incorporarlas al Estado. 

Actividad 4.4.1: Establecer alianzas para implementar acciones de promoción, prevención 
e incidencia conjuntas con organizaciones no gubernamentales e instituciones de 
desarrollo. 
Actividad 4.4.2: Evaluar y/o sistematizar experiencias exitosas de gestión compartida 
entre el Estado y las personas afectadas, clave y vulnerables en temas relacionados. 
Actividad 4.4.3: Incorporar estrategias priorizadas y buenas prácticas en los programas 
públicos.

•

•

•
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PEM TB 2010-2019

Resultado 4. Las personas afectadas de TB participan individual y/o organizadamente en su 
recuperación integral y en la respuesta nacional a la TB en su conjunto, fortaleciendo el 
ejercicio de su ciudadanía, ampliando su desarrollo humano y social.

4.2 Fortalecer la participación organizada de las personas involucradas directamente en 
la problemática de la TB: Incremento de organizaciones involucradas directamente en 
actividades de lucha contra la TB.

•

Resultado 5. Los programas sociales y el sistema de servicios de salud se encuentran 
fortalecidos y tiene la capacidad para brindar servicios de atención de salud y apoyo social y 
económico a las poblaciones vulnerables y personas afectadas por TB, en forma oportuna, 
eficaz, gratuita y con calidad.

5.6 Sistematizar y crear conocimiento para mejorar las intervenciones y compartir 
experiencias en el mundo: Eventos de capacitación, difusión o consensos, en niveles 
locales e internacionales, con participación de actores de lucha contra la TB.

Resultado 6. El sector publico en sus niveles: nacional, regional y local; el sector privado y la 
sociedad civil tienen una respuesta multisectorial, concertada, integrada y eficaz para enfrentar 
y erradicar la TB en el País.

6.1 Posicionar la problemática de la TB en las agendas políticas de los gobiernos locales, 
regionales Ministerios, instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil, como 
un asunto de Interés Nacional: Incremento en número de instituciones públicas y 
organizaciones que participan en espacios multisectoriales actividades frente a la TB.
6.2 Lograr la articulación de los diversos actores sociales y los múltiples sectores del 
Estado, en el enfrentamiento multisectorial e interdisciplinario de la TB y sus 
determinantes sociales: Incremento del número y niveles de participación de actores de 
lucha contra la TB, en espacios de encuentro locales, regionales y sociales.

•

•

•

Estrategia 6.4: Fortalecer y replicar experiencias de vigilancia social que favorezcan de 
manera constructiva y propositiva una mejora en la calidad de las intervenciones del Estado.

Actividad 6.4.1: Operacionalizar la ley de transparencia y acceso a la información pública 
en la respuesta a las ITS y VIH. 
Actividad 6.4.2: Desarrollar capacidades de vigilancia social desde la sociedad civil y 
organizaciones comunitarias.

•

•
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